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La principal finalidad del Estado Social de Derecho radica en incorporar principios 
constitucionales y democráticos a la vida política y social a través de las ramas del Poder 
Público y sus órganos –ejecutivo legislativo, judicial y de control–. Esto incluye la 
promoción, divulgación y desarrollo de los Derechos Humanos en concordancia con las 
normas internas y supranacionales, para lo cual se exige hacer uso de todas las 
herramientas jurídicas que le permiten al Estado cumplir con dicha misión; única capaz 
de garantizar la paz y la convivencia armónica de los ciudadanos.  
 
En Colombia la vulneración de Derechos Humanos se presenta desde hace ya más de 
cinco décadas como consecuencia de un conflicto interno caracterizado por su crudeza y 
prolongación en el tiempo. En este contexto y desde la óptica del Derecho Internacional, 
de acuerdo con las cifras de CODHES, Colombia es el segundo país del orbe con mayor 
número de desplazados. Entre los años 1985-2008 más de cuatro millones de personas 
tuvieron que dejar sus hogares por causa del conflicto. Estas personas no solo perdieron 
sus tierras, sino que, además, entraron a engrosar los cinturones de miseria de las 
principales urbes, con las consecuencias sociales y económicas que esto acarrea.  
 
El recrudecimiento del conflicto y su permanencia prolongada en el tiempo han 
terminado por ocasionar la pérdida del reconocimiento de los Derechos Fundamentales. 
Punto en el cual se debe recalcar que, el Estado colombiano ha sido ineficaz e inoperante 
al momento de proteger estos Derechos, así como ha sido ineficaz, también, al brindar la 
atención oportuna y diseñar políticas y estrategias capaces de frenar el desplazamiento.  
 
En relación con el desplazamiento ha señalado la Corte Constitucional, en jurisprudencia 
reiterada, que se trata de una práctica que vulnera los Derechos Humanos y 
fundamentales inherentes a la totalidad de la población colombiana –incluidos los 
pueblos indígenas– que se ha visto desarraigada de su hábitat en razón del conflicto 
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armado interno, dando así lugar a un estado de cosas inconstitucional (Cfr. Colombia. 
Corte Constitucional, St. T-025 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa).  
 
Los diferentes planes y medidas implementadas por el Estado colombiano con el fin de 
mitigar el desplazamiento y su impacto se han mostrado insuficientes para disminuir los 
efectos directos de este delito de lesa humanidad sobre las víctimas, así como se han 
mostrado también insuficientes para disminuir los daños colaterales que recaen sobre la 
sociedad en general.  
 
A lo anterior se suma la inexistencia de una política pública construida desde abajo y 
con participación efectiva de la población desplazada. En consecuencia, la política 
pública actualmente existente no logra dar cuenta de las particularidades propias de tan 
complejo fenómeno ni atiende a los requerimientos básicos de los desplazados, quienes, 
por lo general, terminan recibiendo únicamente ayuda de naturaleza asistencial, sin que 
se persiga una solución estructural ni se materialicen acciones graduales que propendan 
por una verdadera justicia que incluya la reparación y las garantías de perdón y no 
repetición como ejes estructurales de los derechos de las víctimas. 
 
La presente investigación busca identificar aspectos relevantes en la reglamentación 
internacional y nacional relacionada con la reparación integral que debe brindarse a las 
víctimas del desplazamiento en Colombia. Para lograr esta finalidad se tiene como punto 
de partida lo señalado por la Corte Internacional cuando indica que debe garantizarse el 
acceso de las víctimas a los mecanismos de reparación integral. Por lo tanto, resulta 
necesario indagar el desarrollo jurisprudencial en torno a los derechos y garantías que 
tienen las víctimas del desplazamiento –incluyendo el tema de la de indemnización–.   
 
El Estado colombiano debe asumir la responsabilidad de reparar a las víctimas del 
desplazamiento forzado, lo que incluye la indemnización adecuada y justa dentro en un 
plazo razonable. Lo anterior permitirá garantizar el deber jurídico de ofrecer a las 
víctimas reparación integral, conforme a lo ordenado por los estándares internacionales. 
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Son deberes del Estado colombiano velar por que se acaten las normas del Derecho 
Internacional, evitar violaciones de los Derecho Humanos, realizar investigaciones para 
impartir justicia y resarcir integralmente a las víctimas.  
 
Con base en lo anterior, este proyecto desarrolla, en primer lugar, un estudio que busca 
determinar el grado de efectividad de los parámetros que rigen la reparación integral a 
las víctimas del desplazamiento forzado en Colombia. En segundo lugar, el estudio se 
encuentra dirigido a analizar la situación de las víctimas de desplazamiento a la par que 
hace un aporte que incluye propuestas y soluciones legales, sociales y económicas 
aplicables en el corto, mediano y largo plazo, para así contribuir a la reparación, el 
retorno a los lugares de origen y el restablecimiento integral de los derechos de las 
víctimas. 
 
Toda la investigación ha sido desarrollada partiendo de la importancia de la Justicia 
Transicional y el papel que está llamada a jugar en una sociedad como la colombiana, la 
cual se encuentra fragmentada por la violencia. La Justicia Transicional se presenta, así, 
como el único camino fiable y seguro para alcanzar una paz estable y duradera. De 
conformidad con lo señalado por el Centro Internacional para a Justicia Transicional 
(ICTJ), la importancia de esta radica no solo en poner fin a los conflictos armados 
cruentos y prolongados, sino que además permite: la creación de instituciones 
responsables –en este caso la JEP– que permitan recuperar la confianza de los 
administrados en la labor del Estado; garantizar que los sectores más vulnerables de la 
sociedad puedan acceder a la Administración de justicia; generar las condiciones para 
lograr una sociedad más justa y equitativa, punto que resulta de especial relevancia 
cuando se considera que Colombia es uno de los países más inequitativos del orbe; 
recuperar la confianza de los administrados en el funcionamiento del Estado Social de 
Derecho; fomentar la reconciliación y adoptar decisiones que garanticen una paz estable 
y duradera (Cfr. ICTJ, en línea). 
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1. PROYECTO INVESTIGATIVO 
 
1.1 Problema de investigación 
 
El desplazamiento forzado es una consecuencia grave del conflicto que libran las fuerzas 
armadas, la guerrilla, los paramilitares y los demás grupos armados que operan al 
interior del territorio colombiano. Esta problemática ha llevado a una crisis humanitaria 
originada por el desconocimiento de los Derechos Humano. En consecuencia, resulta 
imperante que se reconozcan los derechos de las víctimas de desplazamiento con el 
objetivo de que puedan acceder a los diferentes espacios en pro del resarcimiento y la 
reparación; infortunadamente, en la práctica, se presentan gran cantidad de obstáculos 
que impiden que dicho resarcimiento sea efectivo para lograr la indemnización integral.   
 
Colombia, como Estado de Derecho, tiene el deber de actuar para garantizar y hacer 
respetar los Derechos Humanos y fundamentales, evitando su vulneración. Así mismo, 
tiene la obligación de investigar, castigar y responsabilizar actos en los cuales estos 
derechos resulten vulnerados, a la par que le corresponde reparar a las víctimas, punto en 
el cual existe una elevada inconformidad, pues los resultados no han sido los mejores y 
ponen en entredicho la llamada “reparación integral”. 
 
La reparación a las víctimas en situación de desplazamiento exige que el Estado 
colombiano materialice la indemnización adecuada y justa dentro de un plazo razonable. 
Se debe ofrecer a las víctimas reparación integral y efectiva de conformidad con lo 
ordenado por estándares internacionales. 
 
En este contexto de afectación generada por el desplazamiento surge la necesidad de 
reparar integralmente a las víctimas. Por lo tanto, se plantea el siguiente problema de 
investigación, que se circunscribe a determinar si la reparación subsidiaria y la 
indemnización administrativa consagradas en los artículos 10 y 132 de la Ley 1448 de 
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2011 cumplen con lo establecido en los estándares internacionales. Surge así la siguiente 
pregunta de investigación: ¿La reparación subsidiaria e indemnización administrativa 
consagradas en los artículos 10 y 132 de la Ley 1448 de 2011 cumplen con lo 
consagrado en los estándares internacionales respecto de la reparación integral a que 





Este proyecto de investigación busca resolver la falencia legal que se presenta en la 
aplicación de los artículos 10 y 132 de la Ley 1448 de 2011. Falencia vinculada a la 
forma en que el Estado colombiano responde en las condenas judiciales por hechos 
victimizantes ligados al desplazamiento forzado. Reparación que debe realizarse en 
forma solidaria con los bienes del victimario o grupo armado organizado al margen de la 
ley condenados por tales hechos.   
 
Para superar las falencias normativas existentes se propone modificar la ley en el 
entendido de que los fallos internos relacionados con indemnizaciones a víctimas de 
desplazamiento forzado deban ajustarse a estándares internacionales y al desarrollo de la 
jurisprudencia internacional, que debe ser obligatoria para los jueces colombianos, por 
ser Colombia Estado signatario, tal como se desprende del artículo 93 de la Constitución 
Política, que exige aplicar en las sentencias internas el control de convencionalidad.  
 





El largo conflicto armado que padece nuestro país terminó por dejar profundas secuelas 
en todos los sectores sociales. Por esto, es importante realizar un análisis de las 
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diferentes normas y desarrollos jurisprudenciales sobre los derechos que tienen las 
víctimas en situación de desplazamiento, con el fin de determinar los aspectos relevantes 
para lograr una indemnización adecuada e integral. 
 
Surge entonces la necesidad de estudiar el marco legal y judicial existente, con el fin de 
evaluar el complejo desafío que presenta el proceso de reparación integral que adelanta 
el Estado colombiano para indemnizar y dignificar a las víctimas en situación de 
desplazamiento. Marco legal y jurisprudencial que debe ser coherente con la legislación 




1.4.1 Objetivo general  
 
Determinar la efectividad de los presupuestos y parámetros de reparación integral para 
las víctimas de desplazamiento causado por el conflicto´ armado en Colombia.  
 
1.4.2 Objetivos específicos  
 
● Analizar los elementos, naturaleza y consecuencias del desplazamiento forzado en 
Colombia.  
 
● Identificar en qué consiste el derecho a verdad, la justicia y la reparación en 












2. EL DESPLAZAMIENTO, DESPOJO Y ABANDONO FORZADO 
 
El desplazamiento, el despojo, la usurpación, el abandono forzado de propiedad rural y 
urbana han alcanzado, en Colombia, tal magnitud y complejidad que se hace necesaria la 
intervención del Estado a través de sus instituciones, para atender y reducir estos 
flagelos que tienen diversas y graves consecuencias en el contexto rural y la actividad 
productiva del país. Es necesario, por lo tanto, implementar estrategias, mecanismos e 
instituciones adecuadas, ágiles y efectivas para contrarrestar este fenómeno (Cfr. 
Ministerio del Interior y otros, 2012).  
 
El Estado cuenta con una política pública para garantizar el resarcimiento general e 
integral a las víctimas. Política pública que debe incluir la restitución de tierras de 
conformidad con los mandatos del Tribunal Constitucional que buscan materializar los 
derechos de la población desplazada; pero, además, debe orientarse hacia la superación 
de las condiciones estructurales del desplazamiento forzado y el despojo, la 
identificación de los responsables y la materialización de garantías de no repetición. 
 
2.1 El desplazamiento 
 
El desplazamiento forzado se produce al interior de un país cuando una o varias 
personas tienen que abandonar su hogar o territorio en razón de la presión ejercida por 
actores generalmente violentos. Esto conlleva a otros problemas como la tenencia de 
tierras, la exclusión social, la represión política, etc.  
 
Las Naciones Unidas definen el desplazamiento forzado como una situación donde una 
persona o un grupo de personas se ven obligadas a huir, abandonar su hogar, su lugar 
habitual de residencia, como resultado de una ofensiva armada interna acompañada de 




Los efectos van más allá de las pérdidas económicas y materias, llegan a todas las 
dimensiones del ámbito personal: el bienestar, la estabilidad, el desarrollo físico-
psicológico y el goce de los derechos fundamentales. 
 
El desplazamiento forzado y/o despoblación regional se presenta como consecuencia de 
las ofensivas armadas de los diferentes grupos y facciones que se enfrentan en el 
territorio nacional y disputan su control mediante la violencia y las armas. Colombia, 
según reporte de ACNUR 2014, es el segundo país del mundo con más desplazados, 
superado tan solo por Sudán. En el periodo 1985-2008 más de cuatro millones de 
personas tuvieron que dejar su hogar por amenazas o violencia directa (Consultoría para 
los Derechos Humanos y el Desplazamiento, 2009). 
 
A partir del año de 1995 el conflicto´ armado recrudeció y la población civil se vio más 
afectada en razón de la consolidación de los grupos guerrilleros y los movimientos 
paramilitares. Esto ocasiono el abandono masivo de tierras y terminó por incrementar los 
cinturones de miseria de las grandes ciudades que, incapaces de recibir a los 
desplazados, vieron cómo se agudizaba la crisis económica, política y de seguridad: 
 
“El desplazamiento forzado no es un hecho reciente y ha estado presente a lo largo 
toda la historia del país, pero a partir de 1985 se incrementó visiblemente debido a la 
exacerbación de la ofensiva armada. La disputa por control de la tierra, la búsqueda de 
mejores condiciones de vida y la persecución por motivos ideológicos o políticos 
fueron los principales factores del desplazamiento interno antes de la década de 1980. 
Ejemplos de ello fueron la Masacre de las Bananeras en 1928, la explotación cauchera 
en la década de 1930, la violencia bipartidista en la de 1950 por el control político, 
económico y social, y la represión y la actividad guerrillera permanentes en la de 
1960” (Mendoza, 2012, p. 172). 
 
Como ya se mencionó, no solo se trató del despojo de tierras y medios de subsistencia, 
sino que a ello se sumó la pérdida de Derechos Fundamentales y la incapacidad del 
Estado para atender las problemáticas y crear planes y programas dirigidos a atender y 
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frenar la situación. Punto sobre el cual se pronunció la Corte Constitucional mediante 
sentencia T-025 de 2004, donde hablo de un “estado de cosas inconstitucional”. 
 
Según cifras oficiales, en la última década decayó el índice de desplazamiento, sin 
embargo, se ha degradado socialmente a la población desplazada: el conflicto ´armado 
interno, que aún persiste, hace crítica y dramática la situación de quienes han 
abandonado sus propiedades. Situación que no es nueva en Colombia, pues se trata de 
un fenómeno que lleva ya décadas, un proceso migratorio que se ha mantenido vigente a 
través de los años, tal como sucedió, por ejemplo, en el denominado periodo de la 
“Violencia”, década de los cincuenta, siglo veinte. 
 
En el periodo comprendido entre 1995-1997 el Estado colombiano reconoce esta 
problemática y, por tal motivo, expide la Ley 387 de 1997, que establece medidas para 
la prevención del desplazamiento, la protección de los desplazados y la necesidad de 
lograr su estabilización económica. Esta ley indica que un desplazado es aquella 
persona, residente en el territorio nacional, que ha sido desalojada del lugar en que 
reside y donde desarrolla su actividad económica o lleva su vida familiar. 
Desplazamiento que se da con ocasión de insurrección bélica interna que transgrede los 
derechos a la seguridad, la vida, la integridad, la libertad individual, etc.  
 
2.2 El despojo 
 
Frente al despojo existe una diferenciación sustancial entre lo que dice la justicia 
transicional y lo que piensan las víctimas. De acuerdo con los conceptos legales, el 
despojo está relacionado con la dinámica de intimidación que ejercen los grupos al 
margen de la ley. Mientras que, las víctimas, por su parte, consideran que esta 
problemática nace con el modelo de desarrollo y el ordenamiento jurídico, pues las 
distintas iniciativas económicas que desde hade décadas se implementan en el país, han 
perpetuado el esquema del terrateniente poseedor de tierras/capital y las multinacionales 
que explotan la riqueza. Esto lleva a la negación de las comunidades campesinas, 
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indígenas y afrodescendientes, verdaderas poseedoras y trabajadoras de la tierra. Los 
terratenientes y las multinacionales parecen contar con el apoyo de leyes que van en 
detrimento de los pequeños productores agrícolas, ganaderos y mineros (Luna, 2013). 
  
Asimismo, puede entenderse por despojo, aquel proceso en el cual un propietario o 
poseedor pierde el uso o goce que tiene sobre la tierra –o los derechos de dominio que 
tiene sobre ella– en razón de una voluntad viciada de entregarla o venderla, lo que le 
genera un perjuicio. 
 
En el Derecho Civil el despojo se entiende como la pérdida de carácter económico que 
para ser compensada exige la indemnización de los daños causados. Ahora bien, desde la 
óptica del desplazamiento forzado el despojo es un acto de mala fe que realiza una de las 
partes con la finalidad de causar un menoscabo económico a la otra. Punto en el cual se 
debe reiterar que, el Estado tiene la obligación de velar y garantizar la protección del 
derecho a la propiedad privada, teniendo en cuenta que el despojo de la tierra implica la 
comisión del delito de usurpación de tierras. 
 
Desde el punto de vista de la reparación y la restitución, el despojo trasciende el ámbito 
patrimonial, pues los bienes usurpados tienen un valor que va más allá de lo comercial y 
calculable. En el despojo existen implicaciones sociales y políticas que son el eje para 
ejercer violencia y ostentar poder. 
  
2.3 El abandono 
 
La acepción de abandono que ofrece el DRAE puntualiza que es la acción y efecto de 
abandonar. El abandono se da por voluntad propia o de un tercero que obliga a dicha 
acción. En virtud de lo anterior, el abandono implica cesación del uso, goce, disfrute, 
tenencia y acceso a los bienes, tierras y derechos. Abandono que puede ser, en principio, 




La norma nacional y la jurisprudencia reconocen la existencia de víctimas de despojo y 
abandono, y señalan, indistintamente, la acepción de la conducta tipificada como 
desalojo forzado. La Ley 1448 de 2011 señala en sus artículos 28 y 72 las acciones de 
restitución que permiten restaurar los derechos de quienes han sido víctimas de 
usurpación despótica, desalojo, sustracción obligada de tierras y desplazamiento. 
 
La Ley 1448 de 2011 señala en el artículo 74 qué se debe entender por abandono 
forzado de tierras: el abandono forzoso temporal o permanente de un predio por parte de 
una persona que se ve compelida a desplazarse a otro lugar y, por lo tanto, no puede ya 
ejercitar la dirección, explotación o administración directa de dichos predios en razón 
del desplazamiento.  
 
Sobre el punto ha indicado la doctrina lo siguiente:  
 
“En los casos señalados el abandono es, o puede ser, una de las condiciones para el 
despojo, el cual va regularmente acompañado del ejercicio de la violencia y del 
desplazamiento de la población, así como del desarrollo de argucias para la 
apropiación del bien y de los territorios. Por lo que, el abandono puede conducir al 
despojo y el despojo siempre es el resultado del abandono” (Miembros del Grupo de 
Memoria Histórica, s.f., p. 6).  
 
Por lo tanto, los conceptos de abandono y despojo se tornan aquí, en relación con sus 
efectos, sinónimos: los dos designan situaciones donde se produce la expulsión de 
propietarios de la tierra. Los propietarios se convierten así en víctimas del conflicto 
interno debido a que sufren una vulneración máxima de sus derechos fundamentales. Se 
consideran víctimas las personas que abandonaron o fueron despojadas de sus tierras por 





2.4 Concepto de víctima 
 
Etimológicamente la palabra “víctima” proviene del latín víctima, término que hacía 
referencia a la persona o animal que se destinaba al sacrificio (La Enciclopedia Libre, 
s.f.). Este término evolucionó a través de la historia para comprender la venganza 
pública, la ley del talión y la composición. Por otro lado, el Diccionario de la Real 
Academia ofrece la definición de víctima en cuatro conceptos, el primero, referente a la 
persona destinada al sacrificio, el segundo, al que se expone a un grave riesgo, el tercero, 
al que padece un daño por culpa de otro y, en cuarto lugar, al que muere por culpa de 
otro o por un accidente. 
 
 Tras exponer estas breves definiciones, que no son jurídicas, se puede afirmar que toda 
persona en algún momento de su vida ha sido víctima de hechos realizados por terceros, 
por la naturaleza o por un hecho fortuito. En nuestro ordenamiento jurídico penal la 
víctima es el sujeto, bien sea persona natural o jurídica, que, de forma individual o 
grupal, sufre algún daño como efecto del delito, por el cual adquiere el derecho a la 
indemnización y la reparación en razón del daño ocasionado.  
 
El reconocimiento sobre los principios fundamentales de las víctimas de delitos y abuso 
del poder se dio mediante la Resolución 40/34 de noviembre 29 de 1985, emitida por la 
Asamblea General de la ONU. En este documento se señala que: “debe concebirse por 
víctima, la persona (s) que sufran menoscabo, comprende las lesiones físicas, mentales, 
congoja, daño emocional, financiero, de los Derechos Fundamentales, resultado 
determinado de actos u omisión que transgreden el ordenamiento penal vigente, incluida 
la que confina abuso e ilegalidad del poder”. En Colombia los procedimientos legales 
permiten que quienes se consideren víctimas acudan al Estado para lograr la reparación 
del daño.  
 
En Colombia encontramos la definición de víctima en varias normas, así, por ejemplo, 
en la Ley 600 de 2000, Ley 906 de 2004, Ley 975 de 2005, Ley 742 de 2002 y la Ley 
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1448 de 2011. La Corte Constitucional, por su parte, se ha pronunciado sobre el 
concepto de victima en múltiples ocasiones en diferentes sentencias, y entre las cuales 
destacan: C-370 de 2006, C-578 de 2002, C-052 de 2012, C-250/12, C-253A de 2012, 
C-781 de 12 y C- 462 de 2013. 
 
La Corte Constitucional se ha pronunciado sobre los diferentes derechos de las victimas 
(a la verdad y al esclarecimiento de lo sucedido, a la justicia, al resarcimiento) con 
ocasión de las operaciones de grupos insurrectos, así, por ejemplo, en la sentencia C-916 
de 2002, señaló que en razón del el Bloque de Constitucionalidad, Colombia ratifica 
tratados y convenios para garantizar los Derechos Humanos en cualquier situación, en 
consecuencia, estos Derechos Constitucionales prevalecen en el orden interno, incluso 
durante los estados de excepción.  
 
Asimismo, en sentencia SU-254 de 2013, la Corte Constitucional señala las herramientas 
que tienen las víctimas para hacer prevalecer sus derechos: 
 
“El artículo 8 de la Declaración Americana de Derechos del Hombre, el artículo 23 de 
la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de 
delitos, la Declaración del abuso del poder artículos 8, 11; el Informe Final sobre la 
impunidad de los autores de violaciones de los derechos humanos; el Protocolo II 
adicional a los Convenios de Ginebra, artículo 17, un conjunto de Principios para la 
protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la 
impunidad denominados principios “Joinet”; artículos 2,3,4 y 37, en Convención 
Americana de Derechos Humanos, la Declaración de Cartagena sobre Refugiados, 
adoptada en el seno de la Organización de Estados Americanos - (OEA), que extendió 
las normas de los refugiados a las situaciones de violencia generalizada y a los 
desplazados internos parte III, párrafo 5, la Declaración de San José sobre Refugiados 
y Personas Desplazadas, y la Convención Sobre el Estatuto de los Refugiados de 
Naciones Unidas y su Protocolo. Aprobado por las Leyes 35 de1961 y 65 de1979” 




El Código de Procedimiento Penal, artículo 132, señala que víctima es la persona natural 
o jurídica que, de forma individual o colectiva, ha sufrido algún menoscabo derivado del 
delito (Ley 906 de 2004). Esta definición no hace relación directa a las víctimas del 
conflicto´ armado interno, pues se centra, con exclusividad, en las víctimas de 
violaciones a las leyes y normas instituidas por el derecho interno. En este sentido, es 
importante plantear la necesidad de ampliar el concepto de víctima que aparece en el 
Estatuto de Procedimiento Penal con el fin de otorgar preeminencia a las víctimas del 
conflicto interno. 
 
La Ley 418 de 1997, por su parte, indica que las víctimas son aquellas personas que con 
ocasión del conflicto armado interno ven afectada su vida, sus bienes o su integridad 
personal. Esta definición no se ajusta al marco normativo internacional debido a que 
desconoce el carácter colectivo del daño y la condición de víctimas de los terceros 
afectados, tal como sucede con las familias de los directamente afectados.  
 
La anterior definición de víctima fue modificada por la Ley 782 de 2002, en la cual se 
indica que:  
“… se entiende por víctimas de la violencia política, aquellas personas de la población 
civil que sufran perjuicios en su vida, o grave deterioro en su integridad personal o en 
sus bienes, por razón de a atentados terroristas, combates, secuestros, ataques y 
masacres en el marco del conflicto armado interno. Son víctimas los desplazados en los 
términos del artículo 1° de la Ley 387 de 1997”.  
 
Esta definición limita el concepto al establecer los hechos que hacen parte del conflicto 
armado interno y cuya ocurrencia sería la única capaz de otorgar la condición de 
víctima.  
 
La Ley 975 de 2005 indica que la víctima –individual o colectiva– es toda persona, civil 
o de la Fuerza Pública, que ha sufrido menoscabos como consecuencia directa de 
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acciones que transgredan el ordenamiento punitivo y que han sido realizadas por 
insurgentes, beligerantes o grupos al margen de la ley.  
 
El artículo 3.º de la Ley 1448 de 2011 reitera la misma definición, pero, adicionalmente, 
introduce el condicionamiento temporal, según el cual, los hechos deben haber tenido 
ocurrencia a partir del 1.º de enero de 1985. Esta norma contempla tres marcos 
temporales con diferentes alcances de reparación para las víctimas:  
 
1) De enero de 1991 a junio 10 de 2021. Las víctimas obtienen restitución jurídica y 
material de las tierras abandonadas o desposeídas por circunstancias de desplazamiento 
forzado. Aplica para quienes abandonaron sus predios por hechos que configuren 
quebrantamientos a la norma Internacional y Humanitaria con término del apremio 
beligerante.  
  
2) Desde 1985. La ley reconoce que a las víctimas les asiste la posibilidad de reparación 
económica y simbólica.  
 
3) Con anterioridad al 1.º de enero de 1985. Las personas que han sido víctimas por 
situaciones ocurridas en ese periodo tienen derecho a conocer lo acontecido, a 
satisfacción figurada y a la NO repetición. En este evento no se exige la 
individualización de las víctimas.  
 
El ordenamiento indica que las medidas de reparación simbólica son todos los tributos y 
beneficios realizados en favor de las víctimas, consideradas individual o colectivamente. 
La finalidad es asegurar y salvaguardar el recuerdo y la remembranza histórica, a la par 
que, garantizar la NO repetición de las conductas victimizantes (Cfr. Colombia. 
Congreso de la República. Ley 1448 de 2011, art. 141).  
 
Esta Ley –1448 de 2011– reconoce como víctimas a las personas naturales que han 
sufrido daños al asistir o auxiliar a las víctimas al momento de ocurrencia de los hechos 
24 
 
victimizantes. Así mismo, excluye la posibilidad de que las organizaciones y personas 
jurídicas sean reconocidas como tales, incluso cuando han sufrido daños directos sobre 
sus bienes.  
 
Adicionalmente, tras aceptar la existencia del conflicto, reconoce a las Fuerzas Armadas 
como actores del mismo: actores capaces de ocasionar daños por acción u omisión. Esto 
trae las siguientes consecuencias: a) se acepta la existencia de las víctimas de crímenes 
de Estado y b) la reparación económica a que tienen derecho los integrantes de la Fuerza 
Pública se fijará teniendo en cuenta su régimen especial. 
 
Así mismo, incluyó como víctimas a los compañeros (as) del mismo sexo y a los 
conocidos de parentesco en segunda línea de consanguinidad ascendente cuando faltasen 
los familiares de primer grado establecido.  
 
La Ley señala que las comunidades indígenas, afrocolombianas, raizales y palenqueras, 
en su condición de minorías, serán consideradas como víctimas, para lo cual se tendrá en 
cuenta el vínculo especial y colectivo que las une, por lo tanto, se reconocerán como 
familiares-víctimas a las personas que correspondan por parentesco familiar o filiación 
social de acuerdo con las normas y costumbres instituidas en su territorio.  
 
Se incluye como víctimas directas a los infantes (niños y niñas) y adolescentes (jóvenes) 
que antes de cumplir 18 años fueron objeto del delito de reclutamiento forzado. 
 
Finalmente, se debe indicar que la Ley 1448 de 2011 no reconoce como víctimas a 
quienes sufrieron un daño con anterioridad al 1.º de enero de 1985, excluyendo la 
posibilidad para que reclamen ante el Estado una reparación integral. Decisión con la 





En este orden de ideas tenemos que la condición de víctima de desplazamiento se genera 
en razón de situaciones fácticas de intimidación, coerción, coacción, traslado forzado. 
Por lo tanto, se hace necesario un reconocimiento administrativo para ostentar o 
demostrar tal condición. Sin embargo, en pronunciamientos reiterados, la Corte 
Constitucional ha manifestado que el desplazado se encuentra en estado de 
desprotección y, por lo tanto, no es necesario un título o acto administrativo expedido 
por el Estado reconociendo la condición de desplazado (Cfr. Colombia. Corte 
Constitucional. Sentencia T-458 de 2008). Ahora bien, en la practica el registró y 
declaración ante una autoridad administrativa competente permite identificar y 
determinar la caracterización de la población en condición de desplazamiento, lo que le 
permite acceder a las diferentes instituciones jurídicas con el propósito de beneficiarse 
del derecho fundamental a la reparación integral. 
 
Por tal motivo, la Corte Constitucional se ha pronunciado sobre el carácter prevalente de 
la atención que debe brindarse a las víctimas del desplazamiento forzado, delito que 
viola los Derechos Fundamentales, las normas del Derecho Internacional Humanitario 
(art. 93 C.P.), las normas sobre Derechos Humanos de La Convención Americana, (art. 
63, núm. 1). Normas en las cuales se ha indicado que son víctimas de este flagelo los 
sujetos que se ven forzados a desplazarse y que, por lo tanto, tienen derecho a obtener 
una reparación apropiada, segura y expedita en razón de su situación de debilidad 
manifiesta.  
 
Los organismos internacionales han puntualizado que el resarcimiento para las personas 
en situación de desplazamiento –víctimas– debe ser: justo, efectivo, rápido y suficiente, 
conforme al grado de amenaza de la trasgresión por el daño sufrido. Es necesario resaltar 
lo indicado por la. Corte Interamericana de Derechos Humanos – CIDH en torno al 
respeto de los derechos de víctimas en materia de reconocimiento, protección y no 




La CIDH ha indicado, en reiteradas ocasiones, que la verdad involucra el derecho de las 
víctimas, de sus familias y de la sociedad en general a conocer lo que realmente sucedió, 
saber quiénes fueron los responsables de los actos violentos y a que se investigue y 
divulgue ante la opinión pública la verdad sobre los hechos con el fin de lograr la 
reparación y la conservación de la memoria histórica. Un planteamiento similar ha sido 
efectuado por la Corte Constitucional en la sentencia T-979 de 2005.  
 
Sobre el derecho a la reparación (restitutio) la CIDH ha indicado que el resarcimiento 
debe ser integral y satisfacer plenamente (restitutio in integrum) en cuanto esto sea 
posible. Se busca el restablecimiento del estado de cosas anterior al suceso que generó el 
desplazamiento y la vulneración; y, de no resultar posible esta restitución integral que 
exige volver las cosas al estado anterior, se deben buscar mecanismos que compensen tal 
menoscabo, así, por ejemplo, la indemnización económica. La CIDH ha señalado que la 
reparación debe ser conforme al daño sufrido, por lo que al reparar los perjuicios 
(materiales e inmateriales) se debe incluir el daño indemnizable, la rehabilitación, la 
reparación de carácter individual y colectivo, atendiendo al criterio de NO repetición y a 
la reparación simbólica. Planteamientos que fueron acogidos por la Corte Constitucional 
colombiana en la sentencia T-979 de 2005.  
 
Se debe resaltar la relación que existe entre los derechos a la reparación, verdad y 
justicia con el derecho a la investigación de los hechos para saber con veracidad lo 
sucedido y poder así sancionar a los responsables. La indagación de los hechos es 
responsabilidad del Estado y permite cumplir con la finalidad de resarcir e indemnizar 
los daños causados, no solo a las víctimas, sino también a sus familias y a la sociedad.  
 
Lo anterior significa que aquellas personas que hayan padecido un daño como 
consecuencia de una actividad ilícita, pero que sea ajena al conflicto armado, pueden 
apoyarse de todas las herramientas que proceden ordinariamente en protección y 
conservación de los derechos, provistos por el sistema jurídico del ordenamiento legal 




2.5. Desplazamiento forzado: análisis dogmático  
 
El desplazamiento forzado aparecerá por primera vez en la legislación colombiana en la 
Ley 789 de 2000, norma que solo durará en vigencia un año, pues será reemplazada por 
la Ley 599 de 2000, norma esta última en la cual el delito aparece consagrado en dos 
artículos, y 159 y 180. 
 
En el artículo 159 de la Ley 599 de 2000 puede leerse:  
 
“Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población 
civil. <penas aumentadas por el artículo 14 de la ley 890 de 2004, a partir del 1o. de 
enero de 2005. el texto con las penas aumentadas es el siguiente:> el que, con ocasión 
y en desarrollo de conflicto armado y sin que medie justificación militar, deporte, 
expulse, traslade o desplace forzadamente de su sitio de asentamiento a la población 
civil, incurrirá en prisión de ciento sesenta (160) a trescientos sesenta (360) meses, 
multa de mil trescientos treinta y tres punto treinta y tres (1.333.33) a tres mil (3000) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas de ciento sesenta (160) a trescientos sesenta (360) 
meses”. 
 
Mientras que en el artículo 180 de la misma norma puede leerse lo siguiente:  
 
“Desplazamiento forzado. <artículo corregido por el artículo 1 del decreto 2667 de 
2001. penas aumentadas por el artículo 14 de la ley 890 de 2004, a partir del 1o. de 
enero de 2005. El texto corregido y con las penas aumentadas es el siguiente:> el que 
de manera arbitraria, mediante violencia u otros actos coactivos dirigidos contra un 
sector de la población, ocasione que uno o varios de sus miembros cambie el lugar de 
su residencia, incurrirá en prisión de noventa y seis (96) a doscientos dieciséis (216) 
meses, multa de ochocientos (800) a dos mil doscientos cincuenta (2.250) salarios 
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mínimos legales mensuales vigentes y en interdicción de derechos y funciones públicas 
de noventa y seis (96) a doscientos dieciséis (216) meses. (…) no se entenderá por 
desplazamiento forzado, el movimiento de población que realice la fuerza pública 
cuando tenga por objeto la seguridad de la población, o en desarrollo de imperiosas 
razonas militares, de acuerdo con el derecho internacional”. 
Lo primero que se debe indicar se relaciona con el hecho de que la versión original del 
proyecto de ley que habría de convertirse en la Ley 599 de 2000 no contenía este delito. 
Sin embargo, en la ponencia presentada para primer debate se justificó la necesidad de 
incluir este nuevo delito en los siguientes términos:  
 
“Si bien es cierto en la normatividad y la literatura universal referida a delitos de Lesa 
Humanidad no se considera como tales los comportamientos de masacre y 
desplazamiento forzado, nuestra realidad actual, el gravísimo conflicto armado que 
vive nuestro país, tiene que ser superior a esa normatividad internacional, y tener un 
peso específico tal que nos obligue a proponer como delitos de Lesa Humanidad los 
nuevos de masacre y desplazamiento forzado. Para justificar nuestra opinión tan solo 
pensemos en la ignominiosa situación de la persona desplazada contra quien se atenta 
en su dignidad (…) resulta verdaderamente lamentable el vacío jurídico en el plano 
internacional sobre el fenómeno de los éxodos poblacionales que no sobrepasan las 
fronteras, pues sólo se protegen de manera indirecta a través del derecho de los 
refugiados” (Senado de la Republica. Ponencia para primer debate al proyecto de ley 
número 20 de 1998. Gaceta del Congreso No. 185, 6 (1998). 
 
Al final, como es ya sabido, se terminó por incorporar el tipo penal de desplazamiento 
forzado en la normatividad colombiana. Decisión con la cual vinieron los problemas 
relacionados con la forma en que debe interpretarse este artículo en el contexto nacional. 
Sea lo primero indicar que en el Derecho Internacional obedece a una práctica de 
carácter masivo, sistemática y concertada; sin embargo, el legislador colombiano opto 
por configurar el tipo penal en eventos en los cuales se desplaza a una sola persona. 
Basta, entonces, en la normatividad interna, con que una sola persona sea desplazada 
para que se configure esta conducta típica, decisión que, si bien, puede parecer bien 
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intencionada, desconoce el carácter “general” y “sistemático” que rodea a los delitos de 
lesa humanidad.   
En lo que respecta al sujeto activo del desplazamiento forzado tenemos que la norma 
interna consagra un sujeto activo no cualificado o indeterminado. No se exige un sujeto 
activo calificado. Entonces, el sujeto activo puede ser cualquiera, aun cuando la realidad 
nacional se ha encargado de demostrar que siempre son, por lo general, paramilitares, 
guerrilleros, narcotraficantes, BACRIM, funcionarios estatales, etc. 
 
Ahora bien, en la práctica encontramos que difícilmente un solo individuo podrá 
ocasionar el desplazamiento forzado. Motivo por el cual el sujeto tiende a ser colectivo o 
grupal: grupos guerrilleros, grupos paramilitares, etc. Quiere esto decir que el sujeto 
activo cuenta, por lo general, con una estructura de poder que respalda su accionar 
delincuencial en tanto genera sobre la población un gran temor: aquí no se puede olvidar 
entonces que este delito implica el dominio sobre la población y el territorio por un 
grupo que representa intereses distintos a los de la sociedad y el Estado. La ausencia de 
Estado se presenta, así, como un requisito sine qua non del desplazamiento forzado.  
 
En relación con el núcleo esencial de la conducta, este es descrito por Sampedro Arrubla 
(2012) en los siguientes términos: “(…) consiste en lograr el cambio de residencia de 
una o varias personas de un mismo sector de la población mediante cualquier tipo de 
coacción” (p. 742). Esto vendría a explicar por qué este tipo penal ha sido ubicado en el 
título de delitos que atentan contra la libertad individual y otras garantías, pues se trata 
de una conducta por medio de la cual se constriñen la libertad y la autonomía personal y 
se obliga a la víctima a cambiar la decisión en relación con el lugar en el cual desea 
vivir.  
 
Se sigue de lo anterior que, si bien, el desplazamiento forzado vulnera el bien jurídico de 
la autonomía y la libertad personal, de manera colateral termina por generar un impacto 
negativo sobre diferentes derechos fundamentales de las víctimas: familia, domicilio, 




No hace parte de esta conducta típica el desplazamiento no arbitrario que sea ocasionado 
por la Fuerza Pública con el único objetivo de brindar protección y garantizar la 
integridad física y personal de la población civil.  
 
El verbo rector de la conducta: “ocasionar”, permite entender, sin necesidad de mayores 
argucias argumentativas, que se trata de una conducta de resultado. Pues se exige logar 
que uno o varios miembros de la población se vean obligados cambiar su lugar de 
residencia por medio de una actuación arbitraria, esto es, que carece de toda razón o 
justificación en tanto ha implicado el uso de la violencia o de otros actos coactivos por 
medio de los cuales se amenaza la integridad, la seguridad o la vida de la población.  El 
hecho de que el desplazamiento forzado implique el uso de la violencia u otros actos 
coactivos ha conllevado a que en la práctica suela presentarse en concurso con otros 
delitos, así, por ejemplo, homicidios, lesiones personales, extorsiones, etc. 
 
En consecuencia, la configuración de este tipo penal no exige que la intención original 
del sujeto activo sea la de ocasionar el desplazamiento, pues basta con que este se 
presente para que el tipo penal pueda ser imputado. A manera de ejemplo tenemos que, 
si un grupo armado causa zozobra y pánico sobre un determinado sector de la población 
por medio de amenazas, homicidios selectivos o extorsiones, logrando que la población 
efectivamente de desplace, poco o nada importa que la intención original del grupo 
armado haya sido la de generar el desplazamiento. 
 
Ahora bien, en relación con la doble consagración del tipo penal de desplazamiento por 
parte del legislador en los artículos 159 y 180 de la Ley 599 de 2000, se deberá tener en 
cuenta lo siguiente: el artículo 180, ya transcrito, se inscribe dentro de la larga tradición 
de los Derechos Humanos. Mientras que, el articulo 159 ejusdem, por su parte, busca 
garantizar la protección de normas propias del Derecho Internacional Humanitario. 
Punto en el cual se debe indicar que la aplicación de las normas propias del Derecho 
Internacional Humanitario presupone al existencia de un conflicto armado; conflicto 
31 
 
cuya, en no poca ocasiones, ha sido negada por el Gobierno mediante el empleo de 
argumentos eufemísticos por medio de los cuales se ha pretendido otorgar una 
denominación diferente al conflicto armado interno, lo que no solo va en contravía de la 
atroz realidad, sino que constituye un claro irrespeto a los derechos de las víctimas y al 
anhelo de recuperación de la memoria histórica. 
 
En relación con el tipo consagrado en el artículo 159 se debe indicar que sus principales 
características son las siguientes:  tal como ya se ha indicado, se trata de un tipo penal se 
encuentra ubicado dentro de las infracciones al Derecho Internacional Humanitario, que 
vendría a ser el bien jurídico protegido por la norma; sin embargo, es, en realidad, un 
tipo penal pluriofensivo que protege la libertad personal y la autonomía en relación con 
la población civil no combatiente. Otra de las principales características de este tipo 
penal radica en que, propiamente hablando, no posee un verbo rector y, por lo tanto, se 
trataría de un tipo penal en blanco.  Se debe indicar, además, que se trata de un tipo 
penal de ejecución permanente, quiere esto decir que el delito no se concluye con la 
realización del tipo penal, sino que subsiste en tanto subsista el estado antijurídico 
creado por el infractor.  
 
La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Proceso 22813, 30 de marzo de 
2006, con ponencia del magistrado Álvaro Orlando Pérez Pinzón indico en relación con 
el desplazamiento forzado como tipo de ejecución permanente, lo siguiente:  “(…) un 
comportamiento único que inicia la vulneración o puesta en riesgo del bien jurídico y, 
sin solución de continuidad, mantiene en el tiempo la ofensa a ese interés hasta cuando 
el autor, por voluntad propia, deja de lesionarlo, o hasta cuando por otra razón, por 
ejemplo, la muerte de la víctima, su huida, el arresto del agente o la clausura de la 
instrucción, desaparece el daño o el peligro al interés o valor tutelado”. 
 
Tras explicar las características principales del tipo penal en comento debemos pasar a 
referirnos a la compleja relación existente entre el Derecho Penal y la Justicia 
Transicional y, más exactamente, los aportes que esta última ha realizado al primero. EN 
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este punto las posturas son múltiples y varían según el autor al que se acuda, así, por 
ejemplo, González Zapata (2007) indica que la Justicia Transicional es el salvavidas que 
se lanza para rescatar al Derecho penal de los fuertes cuestionamientos que se le han 
realizado desde la Criminología crítica y el abolicionismo, esto debido a que gracias a la 
Justicia Transicional se logra adelantar un proceso judicial en el cual se busca verdad, 
justicia y reparación.  
  
En el otro extremo encontramos la opinión de quienes asumen una postura bastante 
crítica frente a la Justicia Transicional y su relación con el Derecho penal. Se parte de 
considerar que la Justicia Transicional sigue haciendo parte de la tradicional “ideología 
penalista” y, por lo tanto, resulta poco o nada útil en sociedades que carecen de una 
economía desarrollada o en las cuales la democracia no se ha consolidado. En estas 
sociedades las penas –incluidas las penas impuestas por la Justicia Transicional– 
encubren la falta de alternativas económicas, sociales y políticas a las cuales se ven 
expuestos los ciudadanos. Desde esta perspectiva, bastante crítica, tanto el Derecho 
penal como la Justicia Transicional pierden sus principales funciones: la función de 
disuasión y disminución de la criminalidad y la función rehabilitadora respecto de 
quienes han delinquido.    
 
A lo anterior se suma una segunda crítica que debe ser considerada mucho más fuerte: al 
establecer la existencia de delitos donde el sujeto activo se hace plural, tal como suele 
suceder con el desplazamiento forzado, se genera o introduce dentro de la sociedad la 
división entre víctimas y perpetradores, lo que termina por hacer más difícil la 
reconciliación.  
 
La lógica consecuencia que se impone de todo lo anterior conduce a la flexibilización 
del Derecho penal, puesto que la pena no puede ser el principal mecanismo de la Justicia 
Transicional, la cual debe tender a la prevención, garantizando que los crímenes masivos 
no se repitan, con lo cual la pena se convierte en el principal mecanismo de protección 





2.6 Derechos de las víctimas de desplazamiento en el marco del Derecho 
Internacional y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos: verdad, 
justicia y reparación integral 
 
2.6.1 DIDH Y DH 
 
Existe relación entre la retribución que deben recibir las víctimas y los derechos a 
conocer la verdad de lo sucedido, la justicia y el resarcimiento del daño; lo anterior de 
conformidad con el pronunciamiento de la Corte Constitucional en sentencia SU-254 de 
2013, donde se acudió al Derecho Internacional y a los pactos sancionados y ratificados 
por Colombia en los cuales se establecen los derechos civiles y políticos, que se reflejan 
en la Carta Política a través del artículo 93. Cabe resaltar que dicha Corporación señala 
que en los estados de excepción prevalecerá el ordenamiento interno del país.  
 
2.6.2 Instrumentos internacionales  
 
Los siguientes son algunos de los textos internacionales que contienen los derechos de 
las víctimas relacionados con la reparación, la verdad y la justicia: la Declaración 
Universal de los Derechos del Hombre, que habla de los principios de justicia para la 
población víctima; el Convenio de Ginebra, que establece un informe que trata sobre la 
impunidad de los delitos contra los Derechos Humanos; la Convención de San José y la 
Convención Americana de los Derechos Humanos, herramientas a las que se puede 
acudir en pro de proteger los derechos de las víctimas.    
 
La Resolución 60–147 de las Naciones Unidas establece directrices básicas sobre los 
principios y derecho de las víctimas a partir del Derecho Internacional. Humanitario, a la 




La Convención Americana de Derechos Humanos, artículo 63.1, reconoce el 
desplazamiento forzado como un delito que afecta los Derechos Humanos. Igualmente, 
define a las víctimas como aquellas personas que reciben daño y por tal motivo tienen el 
derecho a obtener un resarcimiento adecuado, pronto y efectivo.  
 
La CIDH ha reiterado la jurisprudencia en la cual reconoce la necesidad de resarcir a las 
víctimas para proteger sus derechos a la verdad, la justicia y la no repetición, los cuales 
son conexos. Asimismo, indica que estos derechos involucran el debido procedimiento, 
determinado como derecho fundamental en la Carta Política de 1991, pues es a través de 
éste que se previenen los atentados y las violaciones de derechos en un plazo razonable; 
así que una vez ocurrida la violación se deben ofrecer mecanismos que garanticen un 
mecanismo judicial sencillo, rápido y eficiente. 
 
De lo anterior se sigue la obligación de los Estados miembros de investigar para 
esclarecer las situaciones fácticas ocurridas. Lo que incluye la atribución de seguir y 
sancionar a los responsables: se debe accionar de manera pronta, seria, oficiosa, 
imparcial y responsable. Igualmente, el Estado debe abstenerse de injusticias que 
impliquen pasar por alto el tema de la prescripción o la exclusión de la pena. 
 
En definitiva, la CIDH afirma la obligación de los Estados miembros de hacer cumplir 
los principios de prevención y evitar que los hechos victimizantes queden impunes. Al 
respecto, la Corte Constitucional Colombiana ha indicado la necesidad de investigar, 
perseguir, capturar, enjuiciar y condenar a los responsables de las violaciones de los 
derechos protegidos por la Convención Americana (Colombia. Corte Constitucional. 
Sentencia SU-254 de 2013). 
 
La CIDH afirma que tanto a las víctimas como a sus familiares y a la sociedad en 
general les asiste el derecho a conocer la verdad real sobre lo que sucedió. Esto incluye 
saber quiénes fueron los responsables de los actos violentos que atentaron y 
transgredieron los Derechos Humanos. Es deber del estado investigar y dar a conocer la 
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verdad a la opinión pública, pues resulta indiscutible que la verdad ayuda a reconstruir la 
memoria histórica y evita que se repitan los hechos pasados del conflicto armado 
interno. 
 
Sobre este punto la Corte Constitucional ha señalado que la reparación es un derecho 
integral que debe propender por situar a la víctima en una situación similar a la vivida 
con anterioridad a la ocurrencia de los hechos que vulneraron sus derechos y 
ocasionaron el daño, y que en caso de no ser posible restituir integralmente a una 
víctima, se deben adoptar medidas resarcitorias para compensar el daño. De otro lado, la 
CIDH ha determinado que se deben reparar daños inmateriales y materiales y que dicha 
reparación debe ser proporcional al daño padecido, pues “el daño material incluye tanto 
el daño emergente como el lucro cesante, así como medidas de rehabilitación” (Cfr. 
Colombia. Corte Constitucional. Sentencia SU-254 de 2013). 
 
En lo que respecta al deber del Estado y de los victimarios de reparar, se denota que la 
CIDH, lo reconoce a través de la Convención Americana de los Derechos Humanos, lo 
que a renglón seguido se transcribe:  
 
“(a) la indemnización debe estar orientada a procurar la restitutio in integrum de los 
daños causados por el hecho violatorio de los derechos humanos; (b) que en caso de 
imposibilidad de una restitución íntegra debe proceder el pago de una “justa 
indemnización” que funja como compensación de los daños (c) que la indemnización 
debe compensar tanto los daños materiales como los morales (d) que los perjuicios 
materiales incluyen tanto el daño emergente como el lucro cesante y que (e) el daño 
moral “resulta principalmente de los efectos psíquicos que han sufrido los 
familiares”(Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sentencia de 17 de agosto de 
1990, Caso Velásquez Rodríguez; Sentencia de 10 de septiembre de 1993, Caso 
Aloeboetoe y otros, Reparaciones, entre otras),cuya reparación debe ajustarse a los 
principios de equidad(Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sentencia de 10 de 
septiembre de 1993, Caso Aloeboetoe y otros, Reparaciones; Sentencia de 17 de agosto 
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de 1990, Caso Velásquez Rodríguez; Sentencia de 29 de enero de 1997,Caso Caballero 
Delgado y Santana)” (Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-595 de 2013).  
 
De la anterior jurisprudencia de la CIDH se puede concluir que existe un vínculo 
especifico entre los derechos a la justicia, la reparación y la verdad y los derechos de la 
población víctima a conocer la verdad verdadera de los hechos ocurridos, incluyendo el 
hecho de saber dónde se encuentran los restos de sus familiares fallecidos – o más bien, 
asesinados–. Y, consecuente con esto, debe sobrevenir la sanción de los responsables y 
así facilitar una reparación integral dentro de un proceso de Justicia y Paz, pues son 
estos los presupuestos constitucionales modernos que se encuentran fundamentados por 
la Constitución Nacional, la Justicia Transicional y los estándares internacionales de los 
Derechos Humanos. 
 
2.7 Derecho de las víctimas en el marco de la Constitución Política y la 
jurisprudencia constitucional: verdad, reparación y justicia  
 
La Corte Constitucional se ha pronunciado en reiteradas ocasiones sobre la importancia 
de los derechos de las víctimas y, especialmente, sobre el esclarecimiento y 
conocimiento de los hechos: saber en verdad qué sucedió permite acceder a la justicia y, 
por ende, a la reparación integral.   
 
No obstante, dicha corporación, a partir de los elementos que componen el Estado de 
bienestar social y de Derecho, señalado por la Carta Política, consolida un nuevo 
prototipo para la protección de los derechos de las víctimas, que no termina con el 
resarcimiento económico de los perjuicios causados por el delito, sino que debe 
establecer mecanismos restaurativos como el esclarecimiento de los hechos, la justicia y 
el resarcimiento cuando se presente transgresión de los Derecho Humanos o del Derecho 
Internacional Humanitario, figuras que son de aplicación dentro de los procesos 
judiciales llamados residuales y que se encuentran dentro de la jurisdicción ordinaria, así 
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como en la justicia transicional y que son considerados como un componente necesario 
dentro del marco de la ley de justicia y paz. 
 
2.8 Medidas que asisten y atienden a la estabilización económica al reparar 
integralmente 
 
La reparación integral fue prevista en la Ley 1448 de 2011 y quedo a cargo de 
instituciones cuya competencia está circunscrita al territorio nacional. La reparación 
integral comprende diferentes medidas, sin embargo, la mayoría de las mismas dependen 
de la oferta institucional de la entidad pública a nivel estatal, el Sistema Nacional de 
Atención y Reparación Integral a Víctimas (SNARIV).  
 
Las personas incluidas en el registro único de víctimas –RUV– podrán acceder de forma 
gradual y progresiva a los montos correspondientes de la indemnización señalada en el 
Decreto 4800 de 2011, artículo 149, valor que se encuentra entre los 17 y 40 SMMLV, 
de acuerdo con el hecho victimizante, según se especifica a continuación: 
 
− Hasta 40 SMMLV, (homicidio, secuestro, desaparición forzada, y por lesiones que 
provoquen incapacidad permanente). 
 
− Hasta 30 SMLMV, (aquellas lesiones que no conlleven a una incapacidad 
permanente, así como la tortura y/o tratos inhumanos, degradantes contra la 
persona que vulnere el derecho a la libertad e integridad sexual).  
 
− Hasta 17 SMLMV, por reclutamiento forzado, por desplazamiento forzado, estas 
víctimas ocurridas el siniestro después del 22 de abril de 2008, incluidas en el 




− Hasta 27 SMMLV, a víctimas de desplazamiento forzado ocurrido antes del 22 de 
abril de 2008 y que presentaron sus solicitudes de indemnización hasta el 22 de 
abril de 2010 o incluidas en el registro único de desplazados – (RUPD), antes de 
esta fecha (González, s.f.). 
 
Las sumas anteriores, que corresponden a SMMLV, son los valores de la indemnización 
administrativa que se reconocerán al momento del pago.  
 
Conforme con lo previsto en el artículo 47, parágrafo 3, de la Ley 1448 de 2011 y el 
Decreto 4800 de 2011, artículos 103, 104 y 105, las víctimas, ya sea de hechos 
diferentes al desplazamiento, tienen acceso a la ayuda humanitaria, por una sola vez, la 
cual será suministrada por la Unidad para las Víctimas. Esta ayuda de carácter 
económico se determina de acuerdo con la vulnerabilidad que se derive del hecho 
victimizante y las condiciones derivadas del tiempo, modo y lugar. 
 
La Reparación Integral comprende medidas de asistencia, resarcimiento, seguimiento y 
vigilancia a cargo del SNARIV, las entidades públicas o privadas a nivel estatal, 
gubernamental, territorial y las demás entidades, estatales o privadas, que están 
comisionadas para formular y elaborar los métodos, programas, políticas, planes y 
gestiones concretas destinadas a la atención y reparación integral de víctimas (Unidad 
para las Victimas, s.f.). 
 
Dentro de aquellas medidas comunes podemos encontrar: 
 
(i) Atención y asistencia. 
●  Asistencia en salud,  
● Asistencia en educación 
● Asistencia funeraria, 




(ii) Reparaciones comunes:  
● Restitución a vivienda 
● Restitución de créditos y pasivos 
● Resarcimiento económico 
● Recuperación – rehabilitar  
 
(iii) Satisfacción. 
● No repetir los mismos hechos  
 
En las siguientes tablas se presentan las medidas señaladas en el Decreto 4800 de 2011:  
 





Fuente: Prada P. Nancy & Poveda, R. Natalia. (2012). Procedimientos de: atención, asistencia y 
reparación integral para las víctimas del conflicto armado. Bogotá: Centro Regional de 








Tabla 2. Medidas de estabilización socioeconómica Fuente: Prada P. Nancy & Poveda, R. 
Natalia. (2012). Procedimientos de: atención, asistencia y reparación integral para las 
víctimas del conflicto armado. Bogotá: Centro Regional de Derechos Humanos y Justicia de 








Fuente: Prada P. Nancy & Poveda, R. Natalia. (2012). Procedimientos de: atención, asistencia y 
reparación integral para las víctimas del conflicto armado. Bogotá: Centro Regional de 




El Decreto 1377 de 2014 reglamenta en forma parcial la Ley 1448 de 2011, que 
modifica el Decreto 4800 de 2011 (art. 159) en lo relacionado con el retorno, 
reubicación y la prestación económica por desplazamiento forzado. Adicionalmente, 
aclara  el orden para acceder a las medidas de reparación individual dirigidas a esta 
población, particularmente cuando se den por vía administrativa, acorde con el artículo 
132, parágrafo 3, de la Ley 1448 de 2011. 
 
El precitado Decreto contempla los instrumentos del plan de asistencia, atención y 
reparación, asegurando acceso y criterios de priorización para los procesos de retorno y 
reubicación de los núcleos familiares que se encuentre en un grado alto de 
vulnerabilidad, así como para los que hayan iniciado un proceso de retorno o 
reubicación sin acompañamiento del Estado Colombiano, también para aquellas 
victimas reconocidas a través de sentencias proferidas por las salas de justicia y paz. 
 
En este orden de ideas se puede señalar que las víctimas en situación de desplazamiento 
tienen derecho a una indemnización individual y la pueden obtener por la vía 
administrativa, pero lo anterior en cumplimiento de los siguientes criterios: 1. Que hayan 
suplido sus carencias en materia de subsistencia mínima y se encuentre en proceso de 
retorno o reubicación en el lugar de su elección, 2. Que no hayan suplido sus carencias 
en materia de subsistencia mínima debido a que se hallen en alguna situación urgente o 
de vulnerabilidad por su condición edad, composición del hogar o discapacidad, 3. Que 
solicitaron acompañamiento para el retorno o reubicación por la Unidad Para las 
Víctimas y no pueda realizarse por condiciones de seguridad, siempre y cuando hayan 




El valor del pago compensatorio que se solicita por la vía administrativa es denominado 
indemnización y se les entrega a las víctimas desplazadas con ocasión del conflicto 
interno, esa indemnización se entrega de manera independiente y adicional a la oferta 
social del Estado y a las modalidades definidas en el artículo 132 de la Ley 1448 de 
2011 (párr. 3). Esta suma es distribuida en partes iguales entre miembros del grupo 
familiar, y se entregará de acuerdo con el Régimen de Transición fijado en Decreto 4800 
de 2011, así pues, si sobre una misma víctima asiste violación sucesiva e indistinta de 
derechos de los establecidos al artículo 3.º de la presente ley, la persona tendrá derecho a 
que se le indemnice administrativamente hasta un máximo de 40 SMLMV. 
 
Tabla 4. Desplazamiento Personas Hogares - Departamentos de Colombia 
 
















1990 17.998 14.299 273  1990 5.346 4.277 69 
1991 15.154 12.258 3  1991 4.457 3.585 1 
1992 20.815 17.391 13  1992 6.081 5.011 2 
1993 26.167 21.694 18  1993 7.470 6.219 4 
1994 27.158 22.302 23  1994 7.868 6.485 6 
1995 62.884 53.746 350  1995 17.802 15.075 64 
1996 87.949 69.743 3.291  1996 23.922 18.761 626 
1997 177.155 156.151 15.373  1997 44.324 39.221 2.946 
1998 160.015 154.244 58.302  1998 37.108 37.159 12.487 
1999 186.725 158.191 47.384  1999 44.877 39.342 10.914 
2000 399.865 446.095 316.979  2000 91.787 101.701 64.926 
2001 518.104 531.760 417.946  2001 112.508 114.303 83.641 
2002 594.377 587.006 495.745  2002 134.655 131.857 102.563 
2003 346.517 345.083 259.149  2003 80.932 80.020 55.026 
2004 315.146 319.869 242.266  2004 80.506 81.505 60.947 
2005 357.633 362.098 296.642  2005 82.551 83.780 65.820 
2006 369.583 379.817 355.153  2006 85.746 88.136 79.622 
2007 407.089 418.421 435.402  2007 95.977 98.777 99.497 
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2008 368.940 393.635 483.498  2008 89.597 95.910 112.808 
2009 206.768 230.185 396.159  2009 55.981 62.537 100.550 
2010 163.111 180.583 356.753  2010 46.008 51.194 97.545 
2011 210.381 227.801 450.825  2011 60.176 65.563 130.737 
2012 157.530 171.841 433.093  2012 46.782 51.363 132.894 
2013 79.552 91.210 356.689  2013 23.810 27.561 114.643 





3. EL PLAZO RAZONABLE PARA SER JUZGADO FRENTE AL DERECHO 
DE LAS VICTIMAS EN EL CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO 
 
El plazo razonable para ser juzgado frente al derecho de las víctimas, con ocasión de las 
operaciones de grupos insurrectos en Colombia, es un concepto internacional de la 
CADH señalado en el articulado 7.º, inciso 5.º, y el artículo 8.º, inciso 1.º, donde se 
señala que todo individuo detenido o retenido tiene derecho a ser juzgado por autoridad 
competente que lleve a cabo un juicio neutral e imparcial con prontitud y eficacia, y de 
no cumplirse con estos requisitos, deberá concederse la libertad de forma inmediata y sin 
causar perjuicio ni prolongar arbitrariamente el procedimiento penal. 
 
Igualmente, es un “derecho ratificado en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, párr. 3.º, art. 9.º, donde puede leerse que las personas presas o detenidas a 
causa de una infracción de la ley penal, tienen el derecho a ser juzgadas dentro de un 
plazo razonable o, de lo contrario, deberán ser puestas en libertad. También se encuentra 
en el artículo 14, inciso C, del Pacto precitado, que las personas tienen el derecho a ser 
juzgadas sin dilataciones indebidas. 
 
Ahora bien, en ejercicio del debido proceso reconocido en la Convención Americana de 
Derechos Humanos (art. 8.º), la CIDH en sentencia de 1.º de febrero de 2006, caso 
Genie Lacayo Vs. Honduras, indica el derecho que tiene toda persona de ser juzgada en 
un plazo que sea oportuno, para dar paso a la economía y a la razonabilidad en el 
proceso, pues es “el derecho de toda persona a ser oída con las debidas garantías en 
término razonable por un juez o tribunal imparcial” (CIDH. Caso Genie Lacayo Vs. 
Honduras). Explica la CIDH que al utilizar un plazo no mayor de duración al que se 
debe emplear, se cumple con la garantía del debido proceso. 
 
El tiempo para solucionar un caso dependerá de la naturaleza del trámite y de los 
discernimientos que concurran. Igualmente, la valoración que se realice en pro del plazo 
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razonable, por parte del juez competente, comenzara a computarse desde el día en que se 
hace efectivo el acceso a la justicia. 
 
En este sentido, la CIDH, en el Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia, expreso lo 
siguiente:  
 
“(…) El derecho de acceso a la justicia, implica que la solución de la controversia se 
produzca en tiempo razonable, ya que una demora prolongada puede llegar a constituir, 
por sí misma, una violación de las garantías judiciales (…)” (Sentencia de 27 de 
noviembre de 2008).   
 
En decisión del 27 de noviembre de 2012 la CIDH sostuvo LO SIGUIENTE:  
 
“(…) el derecho a un “plazo razonable” tiene como finalidad impedir que los acusados 
permanezcan durante largo tiempo bajo acusación y asegurar que su tramitación se 
realice prontamente. En consecuencia, el derecho a que el proceso tenga un límite 
temporal entre su inicio y fin forma parte del núcleo mínimo de derechos reconocido 
por el sistema internacional de protección de los derechos humanos, y, por tanto, no 
puede ser desconocido (…)”.  
 
Lo anterior reafirma el señalamiento internacional en cuanto a evaluar qué o cuál es el 
plazo razonable que debe tenerse en cuenta en el transcurso de la investigación. Por lo 
anterior, la CIDH establece los elementos para identificar el plazo razonable en cada 
caso en particular: “(i) la complejidad del asunto, (ii) actividad procesal del interesado, 




3.1 Complejidad del asunto 
 
Al analizar en forma detenida cada caso concreto se puede obtener la certeza o la 
incertidumbre para tomar una decisión consecuente con el tiempo dado para resolver. 
Todo va razonablemente concatenado, desde la observancia por el operador jurídico, 
pasando por el equipo encargado de analizar el acervo probatorio y teniendo en cuenta el 
tiempo que se debe tomar para recolectar pruebas. Todo caso tiene un procedimiento 
cuyo resultado depende de los presupuestos facticos y de la técnica de recolección 
aplicada por personal competente, de allí se desprende la demora en la calificación, la 
apreciación, la claridad y en la aplicabilidad de la norma de acuerdo al análisis de la 
jurisprudencia vigente. 
 
El Derecho es dinámico y cambiante, de allí radica la crítica a la interpretación para 
adecuar a las decisiones lo que es justo y necesario. En este sentido, la CIDH ha 
indicado que: “(…) la complejidad del asunto en realidad tiene varios componentes entre 
los cuales se encuentra la amplificación, prolongación de las investigaciones y la 
dilatación de las pruebas, la pluralidad de sujetos procesales” (CIDH. Caso Genie 
Lacayo vs. Honduras, sentencia del 1.º de febrero de 2006, párr. 69). 
 
No obstante, cabe resaltar que recae sobre el Estado la obligación de demostrar que su 
actuación ha sido acorde con el principio de celeridad, para así probar que el no actuar 
de acuerdo al plazo razonable se debe a los casos en que se manifieste su complejidad. 
 
Por lo tanto, el concepto de plazo razonable debe considerar la complejidad del caso y 
los diferentes elementos que lo integran: dificultad, entorno de infracción, importe de 
compromisos atribuidos por la naturaleza de la investigación, número de sujetos 
involucrados, cantidad de acervo probatorio, medios de prueba, autonomía de las 




En los procesos penales se debe atender la solicitud efectiva de no violentar la garantía 
judicial al tiempo razonable, garantía que se encuentra conexa con los demás derechos y 
garantías contenidas en la CASDH. Aquí se debe considerar que al desconocer el plazo 
razonable resultan igualmente afectados los derechos al debido proceso, a la vida, a la 
integridad, a la protección judicial y la libertad: que son derechos fundamentales de 
quien acude a la justicia a la espera de una pronta y justa decisión. 
 
Por eso se advierte la necesidad de ponderar derechos según el caso, es difícil, pero se 
debe adecuar el de mayor jerarquía, con el fin de obtener con ese reconocimiento, la 
satisfacción del ejercicio del Derecho en la tutela material de derechos, sin la limitación 
irracional de un plazo excesivamente largo o excesivamente corto (Cfr. Rodríguez, s.f., 
p. 116).  
 
3.1.1 Actividad procesal del interesado  
 
Para obtener un pronto resultado del proceso se debe partir de las diferentes actuaciones 
y actividades que le corresponde realizar el interesado de forma adecuada, determinante 
y ágil, pues en ciertos casos, como consecuencia de la inactividad del peticionario, se 
amplían los términos para juzgar y resolver. Es así como la CIDH ha indicado que el 
petitum individual solo puede ser controvertido por demostración de parte (Estado) en 
cuanto a la actividad realizada; mas no por los peticionarios que impidan o entorpezcan 
la actuación procesal (Ospina, s.f.).  
 
El criterio de la actividad procesal del interesado es importante, ya que determina la 
dilación o celeridad en la resolución de un conflicto. La participación del interesado en 
el proceso conlleva a identificar si su conducta ha sido activa u omisiva. En razón a lo 
anterior: “(…) la CIDH ha establecido que de ninguna manera los interesados en sus 
actuaciones pueden desplegar acciones o conductas incompatibles con los fines de la 
justicia, o estar dirigidas a entorpecer la tramitación del proceso” (Corte I.D.H. Caso 




En este sentido, la población victima que accede a la Administración de justicia a través 
de un ente estatal con el fin de promover los diferentes recursos a que tienen derecho, 
debe recibir protección efectiva y, mucho más, en el ámbito litigioso, para de esta forma 
no limitar su acceso formal a las instancias establecidas en el ordenamiento interno. 
 
Es imprescindible que el Estado ponga en funcionamiento el aparato judicial a través de 
los medios que contraponen o reconsideran decisiones en sus diferentes instancias, ya 
que al interponer los recursos que hacen efectiva la atención de los principios y la 
dogmática, se estaría en pro del debido proceso, de acuerdo a lo señalado por la CIDH 
(art. 8.º). Cuando no se da acatamiento o cumplimiento se estaría incurriendo en 
violación a las obligaciones y derechos internacionales, al respecto indicó la CIDH en el 
“Caso Acevedo Jaramillo” que, el compromiso y habilidad de responder 
internacionalmente el Estado por “la violación de normas internacionales es distinta de 
su responsabilidad en el derecho interno” (Rodríguez, s.f., p. 118). 
 
Desde la óptica del acceso al aparato jurisdiccional, quien entable un proceso debe estar 
atento a lo que pretende y a lo que renuncia. Así, por ejemplo, el sujeto afectado, víctima 
o primer interesado, debe presentar las actuaciones como parte procesal, también ejercer 
el derecho de defensa, para que aumente su credibilidad en el proceso ante el operador 
jurídico y así evitar que este se equivoque.  
 
Contrario sensu, existen ciertos aspectos que corresponden al director del proceso – 
juez, tribunal, etc.–, en pro de la protección a las víctimas. El juez debe velar porque no 
se presenten comportamientos dilatorios que ocasionen la prolongación indefinida del 
proceso.  
 
Adicionalmente, “(…) el interesado no debe estar requerido a demostrar su inocencia, 
por el contrario, el Estado tiene la obligación de probar su culpabilidad o inocencia 




3.1.2 Comportamiento de las autoridades judiciales 
 
Las autoridades judiciales están obligadas a decidir en un tiempo razonable para 
garantizar la protección y el cumplimiento del debido proceso a que tienen derecho las 
partes. Así lo ha señalado la CADH al indicar que, es función de quien tiene potestad y 
el encargo de los procesos, evitar la inactividad y desempeñar la función sorteando las 
adversidades propias del caso, salvo que por circunstancias inevitables se hayan 
producido demoras, retardos excesivos e injustificados en las secuencias procesales 
(Ospina s.f.).  
 
Se busca que los derechos de las personas vulnerables no resulten afectados por la 
omisión del Estado al prolongar, de manera injustificada, la resolución de los procesos, 
ya que esto conduce a la inseguridad jurídica y a la injusticia. Es de anotar que Colombia 
ratifico la Convención Americana y, por ende, se entiende que el Estado y las 
autoridades judiciales deben cumplir con lo pactado, en el sentido de promover una 
actuación judicial diligente, protegiendo la esencia del Estado social de derecho y en 
consecuencia del debido proceso, para que la Administración de la justicia sea eficaz. 
 
El examen del plazo razonable como derecho fundamental implica que la etapa de 
juzgamiento se adelante, igualmente, en un tiempo razonable para materializar así el 
debido y otorgar primacía al derecho sustantivo.  
 
Al respecto, la Corte Constitucional, en reiteradas ocasiones, ha señalado lo siguiente: 
 
“En el desarrollo de las funciones que se despliegan en el proceso, es necesario 
distinguir la actividad ejercida con reflexión y cautela justificables, y la desempeñada 
con excesiva parsimonia, exasperante lentitud y exceso de formalismo. El desempeño y 
rendimiento obtenido de un tribunal o autoridad en la solución de los conflictos que se 
le someten es fundamental para quien aguarda su pronunciamiento, esta labor puede 
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verse empañada o perturbada por la insuficiencia de los mismos, la complejidad del 
régimen procedimental, su antigüedad o la abundante carga de trabajo que puede 
afectar a tribunales y autoridades que realizan un serio esfuerzo de productividad entre 
otros” (Rodríguez, s.f.).  
 
En las capacitaciones que reciben los funcionarios de la Rama Judicial es un tema 
recurrente el sistema interamericano en lo que tiene que ver con la dirección de las 
investigaciones tendientes a esclarecer los hechos. De otro lado, la CIDH ha reiterado 
que en materia penal el Estado debe conducir a las autoridades judiciales para que 
actúen de forma eficiente en las investigaciones y de esta forma establecer 
responsabilidades y aplicar las sanciones que prevea la ley. 
 
No se debe olvidar que las autoridades judiciales gozan de autonomía e independencia 
en sus actuaciones para que desarrollar y conducir la investigación. Por tal motivo, el 
juez debe realizar la investigación de modo imparcial y libre de juicios subjetivos con el 
objetivo de ofrecer garantías que permitan llevar a la satisfacción de las partes 
procesales y de la comunidad en general.  
 
La CIDH se ha pronunciado en torno a los derechos y garantías de amparo judicial que 
tienen las víctimas en situación de desplazamiento a través de trámite ante la 
administración de justicia. Es obligación de las instituciones encargadas por el Estado 
investigar y sancionar los responsables de los hechos cometidos. Solo así se garantiza a 
las víctimas que, al acudir al ordenamiento jurídico, nacional o internacional, se reparen 
los derechos humanos violentados por un hecho previsto como de lesa humanidad, 
verbigracia, el desplazamiento. 
 
Según la CADH, las garantías judiciales de las víctimas del conflicto le imponen al 
Estado el deber de respetar el Debido proceso, garantizar el acceso a la justicia, adelantar 
la investigación y el enjuiciamiento y, por último, sancionar a los responsables (CIDH. 
Caso Gómez Lund y Otros “Guerrilha Do Araguaia” Vs. Brasil, Sentencia de 24 de 
52 
 
noviembre de 2010, párr. 256). Este derecho debe concederse en un tiempo prudencial a 
las víctimas y a sus familiares. Igualmente, se debe hacer lo necesario para que se 
conozca la verdad, se reestablezcan los derechos restablecimiento, se conserve la 
memoria histórica y se castigue a los responsables. La ausencia de plazo razonable para 
la materialización de estos derechos constituye una trasgresión de las garantías judiciales 
(CIDH. Caso Gómez Lund y Otros “Guerrilha Do Araguaia” Vs. Brasil, Sentencia de 24 
de noviembre de 2010, párr. 256).   
 
Surge en el Sistema Americano un adelanto en la interpretación jurisprudencial de esta 
garantía. En principio, el Tribunal de Derechos Humanos señaló en el proceso 
“Rigiesen” (16, julio, 1971), que el plazo razonable para resolver un proceso depende de 
(i) la complejidad del caso, (ii) la conducta del demandante y (iii) si el contenido fue 
llevado por autoridades administrativas y judiciales. El retraso amplio puede constituir 
una violación de las garantías judiciales. El Estado es el encargado de presentar las 
pruebas, razón por la cual se necesitado mayor tiempo para dictar una decisión, sea 
condenatoria o absolutoria (Rodríguez, s.f., p. 115).  
 
A lo anterior, la CIDH agregó, en el “caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras”, la 
necesidad de remitirse a principios del Derecho Internacional que son reconocidos 
(CIDH, art. 46.1). Esos principios se refieren a que loa términos sean convenientes, 
apropiados y efectivos, en función de los recursos y las singularidades contempladas en 
el sistema de derecho interno, para proteger el escenario legal quebrantado (CIDH, art. 
46.2). Es así como el recurso debe cumplir la finalidad para la que fue creado 
(Rodríguez, s.f., p. 115).  
 
A su vez, el Derecho Internacional a través de la CIDH establece que para acceder al 
aparato jurisdiccional se debe cumplir con lo indicado por la Convención Americana 
(art. 8.1.25) y el Pacto de San José de Costa Rica (art. 8.1), donde se preceptúa que todo 




El operador judicial investido de autoridad debe ser imparcial, independiente y oportuno. 
En consecuencial, al emitir una decisión esta debe corresponderse estrictamente al 
marco de la ley y a su deber profesional (Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, 1969, art. 8.1).  
 
De acuerdo con lo anterior, el Estado debe garantizar el derecho a la justicia en forma 
oportuna y libre y, por lo tanto, esta función de administrar no debe estar condicionada o 
determinada, pues de ser así se obstaculizaría el debido proceso. Sobre esta garantía se 
ha indicado lo siguiente: 
 
“(…) toda persona tiene derecho a un recurso o a cualquier otro recurso efectivo ante 
los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 
Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en 
ejercicio de sus funciones oficiales” (CASDH,1969, art. 25). 
 
Se constituye en deber del Estado otorgar a todo individuo un recurso efectivo frente a 
sucesos que transgredan sus Derechos fundamentales; obligación consagrada, 
igualmente, en la Convención Americana y la ley interna. En el esfuerzo por precisar lo 
que constituye la garantía de un recurso efectivo la CIDH ha señalado que se trata de un 
pilar básico. 
 
En efecto, la jurisprudencia de la CIDH ha indicado que el Estado debe responder por la 
trasgresión de derechos y por haber dictado dos leyes de amnistía que desconozcan el 
derecho a recurrir judicialmente; se argumenta en el caso “Velásquez Rodríguez y 
Godínez Cruz” - Barrios Altos contra Perú”, que, para cumplir con lo dispuesto por la 
Convención Interamericana, artículo 25, los recursos deben ser adecuados y efectivos 
para poner fin y soliviar el escenario jurídico quebrantado. Es así como, la norma si 
pretende impedir o dificultar el recurso de que trate, establece una transgresión superior, 
al impedir el acceso al operador jurídico que imparte justicia. Indicó, igualmente, en 
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cuanto a la Convención, que es deber de los Estados partes garantizar el ejercicio pleno 
y libre de los derechos a todo individuo sujeto a su jurisdicción. Precisó, el alcance de 
esta garantía y su afectación cuando constituye un grave quebrantamiento de los 
Derechos Humano. Estableció que, estas transgresiones deben investigarse, sancionado 
cualquier tentativa de conceder impunidad (Eventura, 2001, pp. 7-10).  
 
El pronunciamiento de la CIDH consideró, en el análisis de fondo, lo siguiente:  
 
“(…) son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción 
y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la 
investigación y sanción de los responsables de las violaciones de los derechos humanos 
tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las 
desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos inderogables 
reconocidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. (…)” (CIDH. 
Caso Barrios Altos vs. Perú, Sentencia de 14 de marzo de 2001).  
 
El debate determinó que las leyes de amnistía aprobadas por el Congreso de Perú eran 
incompatibles con la Convención al transgredir los artículos 1.1, 2 y 8, al impedir la 
identificación de los responsables y obstaculiza las garantías judiciales por las que 
propende el Estado, como el derecho de esclarecer lo acontecido y el compromiso de 
resarcir a la persona agraviada sobreviviente, fallecida y sus familiares, sancionar a los 
responsables, etc., por lo que avaló la derogación de estas leyes (CIDH. Caso Barrios 
Altos vs. Perú, sentencia de 14 de marzo de 2001).  
 
La CIDH señala que busca la prevalencia de los derechos humanos para que no quede 
impune la transgresión y recuperar la confianza de la población en las instituciones 
públicas, especialmente en aquellas encargadas de administrar justicia.  
 
En la Segunda Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos (1993) se indicó que las 
leyes internas de un país no pueden promover la impunidad cuando se trata de delitos 
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que hayan generado graves afectaciones a los derechos humanos. Además, se indicó que 
los Estados deben sancionar pecuniariamente dichas trasgresiones (Organización de 
Naciones Unidas. Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos, 1993). 
 
Por lo tanto, en concordancia con las leyes de amnistía, debe estar presente la legalidad 
en el Derecho interno, y no se debe desconocer lo regulado por el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos (DIDH) en relación con la necesidad de evitar la impunidad y 
la injusticia.  
 
 3.2 La impunidad 
 
La impunidad puede referirse a un asunto legal, social, cultural, psicológico y hasta 
económico; se debe entender cómo ausencia de pena, impune, no punibilidad, 
desaparición de castigo, imputabilidad, inmunidad, abandono de justicia. 
 
La impunidad, infortunadamente, se ha vuelto una constante en los países de Centro y 
Suramérica. Países que han sufrido largos períodos de violencia política y violación 
sistemática de los derechos humanos por parte del Estado. 
 
Es así como la ley termina por crear impunidad al conceder amnistías, indulto o perdón a 
quienes han transgredido la normatividad. Estas leyes, que crean impunidad, son creadas 
por funcionarios del gobierno en representación administrativa del Estado. Sobre este 
punto Ventura cita a Norris (1992) en los siguientes términos:  
 
“Oleada de leyes de impunidad en nuestro continente es el resultado del terrorismo de 
Estado y representa la política de sus hacedores para encubrir los hechos. Por lo 
general estas leyes no se han emitido para estimular el retorno a la paz o para reintegrar 
a los presos políticos, refugiados o exiliados, sino para legitimar las violaciones a los 
derechos humanos cometidas por el Estado evitar el enjuiciamiento de sus agentes. Es 
por ello por lo que la amnistía como tal conlleva una serie de efectos, entre ellos: que 
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se aplica retroactivamente y en una forma general a una cierta categoría de crímenes, y 
no a grupos señalados. Por ejemplo, una amnistía puede incluir a los militares, a las 
fuerzas de seguridad o a agentes del gobierno, sin decirlo específicamente. Su impacto 
es además inmediato, ya que al demostrar que el crimen alegado está incluido en la 
amnistía, se puede pedir el sobreseimiento inmediato de la causa” (citado por Ventura, 
2012, pp. 7-8).  
 
Estas leyes prevalecen por el poder estatal, se fortalecen con el Ejecutivo y el reflejo de 
los militares. Por lo que surgen los siguientes interrogantes: ¿quién es el enjuiciado?, 
¿quién el castigado?, ¿quién el implicado?, ¿cuándo hay transgresión a los Derechos 
Humanos?, ¿cuál es el criterio con que se realiza la investigación?, ¿quién es el 
responsable?, ¿Qué víctimas o familias reciben indemnización justa por la transgresión a 
sus derechos?  
 
El acceso a mecanismos internacionales para que no queden impune los delitos y se 
condene a quienes han causado daños a los derechos humanos es una forma de buscar 
justicia. En algunos países muchas personas y organizaciones luchan para que se logre el 
acceso a la justicia y se protejan los Derechos humanos. Sobre el punto esto ha indicado 
la CIDH en diversos pronunciamientos:  
 
“La falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y 
condena de los responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la 
Convención Americana, toda vez que el Estado tiene la obligación de combatir tal 
situación por todos los medios legales disponibles ya que la impunidad propicia la 
repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las 
víctimas y de sus familiares, y ha agregado reiteradamente también en numerosos 
casos que “el Estado tiene la obligación de combatir tal situación por todos medios 
legales disponibles ya que la impunidad propicia la repetición crónica de las 
violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas” (Ventura, 




Se sobrentiende que los Estados que han ratificado la CADH deben cumplir con los 
fallos de la Corte Interamericana y, por lo tanto, pagar en un plazo razonable las 
prestaciones económicas y hacer cumplir las demás formas de reparación. Sin embargo, 
en la práctica resulta lento el avance de la investigación y la sanción del responsable. 
 
En el Caso “Cesar vs. Trinidad y Tobago” se expone una solución convencional que le 
permite a los Estados remediar estas situaciones: lo pueden hacer mediante un órgano 
político de carácter permanente que ha sido creado e instituido por la OEA, y que 
permite analizar los casos (CIDH. Caso Barrios Altos vs. Perú, sentencia de 14 de marzo 
de 2001, art. 65,1969).  
 
Conforme lo mencionado, se debe enviar un informe a la Asamblea sobre el 
incumplimiento de la sentencia. Se debe tener en cuenta que la CIDH, cada año, somete 
a consideración de la misma –Asamblea– un informe general sobre su labor, informe 
que incluye todas las recomendaciones y desacatos de los fallos por parte de los Estados.  
 
3.3 Daños a la vida en relación 
 
Para conseguir la paz es necesario que las autoridades que integran las Ramas legislativa 
y administrativa aporten iniciativas en pro de las víctimas y, en consecuencia, para dar 
aplicación a las medidas de asistencia, atención y reparación, que se encuentran 
enmarcadas dentro del DIH, lo anterior en concordancia con la justicia transicional. 
 
Al hablar de la existencia de un conflicto armado se entiende la participación sujetos 
activos y pasivos dentro del mismo y, por ende, para establecer si una persona es víctima 
o no, debe existir un nexo de causalidad entre los hechos que narra y las circunstancias 
de tiempo, modo y lugar que dieron origen al daño. De esta forma, la Ley 1448 de 2011 
fue creada como una ley especial, para reconocer a las víctimas con ocasión del conflicto 
interno, además busca reparar los daños ocasionados y restablecer los derechos 
trasgredidos, asimismo alberga un modelo de justicia transicional para garantizar los 
58 
 
derechos de las víctimas a la justicia, a la verdad y a la reparación, por ello no se debe 
confundir con otras normas de creadas para dar cumplimiento a políticas sociales o 
delitos no relacionadas con el conflicto interno. 
 
El llamado daño a la vida en relación se refiere a las consecuencias que, en razón a las 
lesiones ocasionadas, se producen en la vida de quien lo padece, tal como lo señala la 
sentencia T-730 de 2013:  
 
El daño a la vida en relación al igual que los morales constituyen un hecho notorio, y 
que tienen ocurrencia cuando una persona bajo amenazas y tratos crueles, inhumanos y 
degradantes se ve impelida a abandonar sorpresivamente el lugar en el cual había 
decidido realizar su proyecto de vida, sea cual fuere, resulta ostensible que quien en esta 
situación se encuentra, por la misma migración, por las nuevas condiciones deplorables, 
por el desarraigo y el miedo, además del perjuicio moral, sufre una grave alteración de 
su vida en condiciones de dignidad y por ende, de sus condiciones de existencia 
(Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-730 de 2013). 
 
Se puede concluir que los fenómenos ocasionados con respecto al daño a la vida en 
relación son fuente generadora de responsabilidades, encontrándose entre ellas el lucro 




4. ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL: SALA PENAL DE LA CORTE. SUPREMA 
DE JUSTICIA PERIODO 2010-2017 
 
Este capítulo contiene un breve recuento del avance que ha tenido la interpretación 
jurisprudencial de Corte Suprema De Justicia, Sala Penal, en relación con los derechos 
de quienes vieron vulnerados sus Derechos Humanos. Para un mejor entendimiento se 




Durante el siglo XX los estudios sobre el comportamiento criminal se centraron en los 
delincuentes, sin darle importancia a quienes padecían sus daños. Esto cambio con el 
surgimiento de la victimología, una disciplina en la que el papel principal en el 
ordenamiento penal lo tiene la víctima, se abandonó así la concepción que imperó 
durante el siglo XX.  
 
Estos planteamientos ortodoxos referentes al Derecho y la protección que debe brindar 
el Derecho penal a las víctimas han tenido cambios profundos, por ejemplo, en la 
actualidad las teorías han replanteado postulados según los cuales el fin de un proceso 
penal es la reparación de las víctimas y no el imponer una pena al delincuente, o que la 
duda frente a los delitos sexuales está encaminada al reo y no a la víctima. 
 
En Colombia este tema no ha pasado desapercibido debido a los altos índices de 
criminalidad y por el conflicto interno permanente. Por ello, mediante el Acto 
Legislativo 03 de 2002, artículo 2. °, el cual modifico la Constitución Política de 1991 
en su artículo 250, se buscó implementar el concepto de justicia restaurativa en el 
sistema penal acusatorio. En este contexto, la Ley 906 de 2004, señalaba en sus artículos 
11, 518 y ss., quienes son víctimas dentro del proceso penal y establece instrumentos 
concretos de justicia restaurativa, con lo cual se ha trasformado novedosamente, 
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caracterizado en petición económica, ya referida en la ley anterior, mediante el accionar 
civil dentro del procedimiento en el ámbito penal. 
 
Un paso relevante hacia esa nueva perspectiva lo dio la Corte Constitucional en 
sentencia C-228 de 2002, cuando al examinar la exequibilidad de los artículos 30, 47 y 
137 de Ley 600 de 2000, declarando exequible en forma condicionada el primero e 
inexequibles algunos apartes de los dos últimos.  
 
Se habla por primera vez de conceptos como: sujeto, parte civil, víctima perjudicado. 
Acepciones jurídicas distintas, donde se dice que víctima es el individuo en el cual se 
materializa la conducta típica; mientras que perjudicado goza de significado amplio en la 
medida que abarca toda persona que ha sufrido un menoscabo, y esto no se refiere 
exclusivamente al daño patrimonial, como consecuencia directa de la acción criminal. 
No hay que olvidar que, la víctima sufre también un daño, es igualmente un perjudicado. 
El sujeto pasivo en Derecho civil existe como inter parte a los perjudicados y 
descendientes de la víctima, participes como institución jurídica en el procedimiento 
penal que se lleve a cabo. Este factor civil en el Derecho ortodoxo se entiende 
meramente figura patrimonial, pero en el derecho actual tiene un entendido distinto, se 
refiere a la participación civil en un procedimiento legal conducido por el Estado. Así, la 
parte civilmente está interesada en el curso y en el procedimiento penal efectuado, quien 
actúa desde la indagación preliminar en todas las etapas del proceso y finalmente, con 
las resultas de un fallo condenatorio, donde se cumple con los postulados de verdad y 
justicia, tiene derecho a exigir la reparación a través de una figura llamada incidente de 
reparación (en los casos de la Ley 906 de 2004) y el llamado incidente de identificación 
y afectación (en el caso de la justicia transicional) que no solamente tiene un carácter 
patrimonial, sino que incluye otros derechos como el daño de la vida en relación, el 
derecho de no repetición, el derecho de restitución, satisfacción, reparación colectiva. 
 
Sobre el punto ha indicado la Corte Suprema de Justicia lo siguiente: “A su vez la 
reparación integral comprende dimensión individual, además la relativa de todo daño, 
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menoscabo a la víctima que genera perjuicios, el deber implementar medidas para lograr 
restitución, reparación, compensación, resarcimiento rehabilitar simbólicamente a 
satisfacción y NO repetición. Su dimensión colectiva, propende por adoptar fórmulas de 
indemnización para la restauración de las comunidades afectadas por las transgresiones 
ocurridas” (Corte Suprema de Justicia. Sentencia 33306 de julio 28 de 2010, M.P. María 
del Rosario González Muñoz).  
 
En este referente jurisprudencial la Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, hace 
referencia a la reparación integral en la Ley 975 de 2005, de donde infiere que la 
indemnización es un componente de la reparación integral, que comprende en su 
dimensión individual referida a la víctima, la obligación del Estado de implementar 
políticas públicas dirigidas a lograr la restitución, que no solamente se refiere a la acción 
de reubicación del afectado o afectados a su lugar de origen, sino que esa restitución 
debe ser plena, entendiéndose como el reencuentro con su arraigo familiar, sus 
costumbres, el medio social donde normalmente el individuo desarrollaba sus 
actividades; factores que implican un reencuentro con su calidad de vida y que de algún 
modo ayuda a sanar el daño ocasionado. De la misma forma, nos habla de la 
rehabilitación, que no es otra que la acción por parte de la victima de superar las 
secuelas infringidas por el hecho violento, rehabilitación que nunca alcanzará el máximo 
de satisfacción, hecho que será una ficción, porque en algunos casos el afectado o el 
grupo social, regresarán a su lugar de arraigo con la falta de un miembro de la familia ya 
sea por causa de homicidio o por el hecho criminal de desaparición forzada. La 
reparación integral en su dimensión colectiva de las víctimas ordena adoptar formulas 
encaminadas a restaurar los derechos de las comunidades. 
 
Esta sentencia recoge postulados de la Corte Constitucional, concretamente de la 
sentencia C-228 de 02, donde se incorporaron vía bloque de constitucionalidad, 
conceptos amplios del derecho de las víctimas a la verdad, la justicia, el resarcimiento y 
clasifica el daño en: daño individual y daño colectivo  
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Del derecho a la verdad son titulares tanto la víctima como la comunidad; se determina 
de manera precisa, exacta, con el conocimiento sobre la ocurrencia de los hechos, sus 
autores y las practicas o métodos utilizados, a fin de que se aclare lo ocurrido ante la 
comunidad y así sanar el daño derivado del delito al aplicar los correctivos pertinentes 
que se encuentren orientados a la no repetición de los hechos, lo anterior en pro de la 
reconstrucción de la memoria histórica: 
 
“Para tal propósito es necesario individualizar tanto a los determinadores como a los 
autores materiales y cómplices de los delitos, también llamados “agentes de la primera 
zona”; igualmente, a quienes los financiaron, seleccionaron las víctimas o se 
beneficiaron con la comisión de tales conductas, es decir, “los agentes de la segunda 
zona”, e inclusive, a los ciudadanos pasivos que por miedo o simpatía con tales 
comportamientos se plegaron a los perpetradores y cuyo testimonio resulta importante 
para arribar a la verdad, esto es, los “agentes de la tercera zona” (Corte Suprema de 
Justicia Sentencia del 27 de abril de 2011. Proceso 34547. MP. María del Rosario 
González Muñoz).  
 
Es oportuno recordar que, en este fallo de segunda instancia, se conoce la primera 
sentencia decretada en el territorio colombiano, marco de la Ley 975 de 2005, por la 
Sala Penal de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Bogotá, de fecha 29 de junio de 
2010, por el caso de la masacre de “Manpujan”. 
 
Ahora bien, el derecho a la reparación comporta: 
 
●  Restituir, devolver a la víctima el estado anterior a la ocurrencia de los hechos. 
 
●  Indemnizar con un valor económico, material o inmaterial (moral, vida de relación) 




●  Rehabilitar, volver nuevamente hábil, restaurar a la víctima de secuelas físicas o 
psicológicas derivadas de las infracciones cometidas con ocasión al conflicto. 
 
● Satisfacción, resarcimiento moral, compensación encauzada a reintegrar, satisfacer 
la dignidad a que tiene derecho la víctima. 
 
● Garantía de irrepetibilidad. Caución, “desarme, reinserción, desmonte de las 
organizaciones movilizadas delictivas, prohibición en todas sus formas y 
expresiones de la conformación de grupos armados paraestatales y el diseño de 
estrategias paramilitares. 
 
● Reparación simbólica. Preservar la memoria histórica, para la aceptación publica de 
delitos, perdón difundido, restablecimiento de la dignidad de las víctimas, 
construcción de monumentos, etc. 
 
● Reparación colectiva. Recuperación psico-social de las comunidades victimizadas 
(Minjusticia, 2015). 
 
Ha expresado la Corte Suprema de Justicia en relación con el daño, lo siguiente:  
 
“En este punto no sobra recordar cómo en la justicia transicional existen tres clases de 
daño: el individual, el de grupo y el colectivo. El primero se refiere al menoscabo a los 
derechos de todo orden de un individuo identificado o identificable (materiales e 
inmateriales). El segundo versa sobre la afectación de derechos a la fracción de 
personas que forman parte de una comunidad determinable. Y los terceros se refieren 
al perjuicio que afecta a toda la comunidad” (Corte Suprema de Justicia. Sentencia del 
30 de abril de 2014, Proceso N.º 42534, M.P. María del Rosario González Muñoz). 
 
Encontramos en este precedente jurisprudencial una evolución del tema, donde vemos el 
aporte de la justicia transicional que exige responsabilidad por quebrantamientos de lesa 
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humanidad para tres clases de daño. Y, como el artículo 23 de la Ley 1592 de 2012 no 
hace claridad en cuanto a si se trata de víctimas individuales o colectivas, o si el daño es 
particular o general, la sentencia precitada ayuda a llenar dicho vacío normativo:  
 
● Daño material. Comprende daños individuales y daños inmateriales 
 
● Daño individual. Es el daño patrimonial, hace referencia a todo menoscabo o 
detrimento que se produce en los bienes de un sujeto, esto es en su patrimonio. La 
determinación del daño patrimonial determina la cuantía indemnizable por el 
perjuicio cometido frente a un daño imputable a dolo o culpa a los integrantes o 
representantes al margen de la ley, indemnización de perjuicios busca reparar un 
daño sufrido, restablecer el menoscabo sufrido por la victima; aquí en este punto la 
H. Corporación exige que el daño que se busca resarcir debe ser acreditados 
fehacientemente. Es cierto que la carga de la prueba parte de la víctima, pero la 
palabra fehacientemente que incorpora la H. Corporación va en contravía con el 
principio de flexibilidad que rige la justicia transicional, por las circunstancias de 
modo como ocurren estos hechos y para satisfacer ésta exigencia, a la víctima le es 
dable acreditar en forma fehaciente la existencia, de aquellos bienes que dejó 
abandonados o que le fueron destruidos, más no aquellos que son objeto de hurto, o 
los que en razón de su actividad laboral le es imposible acreditar, Ejemplo la 
perdida de cultivos que por ser abandonados se perdieron, aves de corral, 
herramientas de trabajo y muchos bienes que en el caso de las víctimas del campo, 
normalmente no los tienen registrados en ninguna base de datos o documento 
demostrable; razón por la cual lo exigido en éste precedente no consulta la realidad 
como efectivamente se dan las cosas. Se infiere entonces que el daño individual lo 







El daño patrimonial tiene dos vertientes:  
 
1. El lucro cesante. Se refiere, según nuestra legislación civil al provecho que deja de 
reportase y en este caso aplicaría a los efectos causados por la pérdida de ganancia 
de los bienes abandonados. 
 
2. El daño emergente. El daño emergente implica no solo la reparación del daño 
causado, sino también los gastos que con ocasión de ese daño hayan surgido. 
 
● Daño Inmaterial. Podemos decir que los perjuicios inmateriales son aquellos 
quebrantamientos a bienes que no tienen un contenido económico o no son 
susceptibles de una valoración patrimonial en términos precisos y objetivos, pero 
que, al ser bienes jurídicos, deben ser protegidos por el ordenamiento y una vez se 
encuentre que existe un menoscabo en la facultad de ejercerlos plenamente, deben 
ser indemnizados. Dentro de este tipo de perjuicios la doctrina tanto nacional como 
extranjera ha incluido entre otros, para referirse a los daños inmateriales, los 
llamados daños a la integridad física, estéticos, biológicos, al honor, al buen 
nombre, sexuales, perjuicio al agrado, daño al proyecto de vida, perjuicio al goce de 
vivir, alteración en circunstancias de presencia de daño sicofísico, a los placeres de 
la vida y a la serenidad familiar; sin embargo la Jurisprudencia colombiana 
permanentemente se refiere sólo al daño moral, al denominado fisiológico y vida de 
relación. 
 
● Daño - Grupo. En justicia transicional, va dirigido a obtener la indemnización de 
los perjuicios sufridos por un grupo de personas que forma parte de una comunidad 
explícita consecuencia del desplazamiento forzado por hechos imputables al grupo 
armado fuera de la ley. 
 
● Daño Colectivo. Se refiere a los perjuicios que afectan a toda una comunidad, que 




   Sobre el daño objetivado y subjetivado, plantea en esta sentencia, que para obtener la 
indemnización del daño material y daño moral objetivado debe probarse la existencia y 
cuantía; contrario en el caso del daño de la vida de relación, solamente debe acreditarse 
la existencia del daño:  
 “De lo anterior se debe inferir que para obtener indemnización por el daño material y 
por los perjuicios morales objetivados debe demostrase su existencia y cuantía, 
mientras en el de carácter moral subjetivado, sólo se debe acreditar la existencia del 
daño para que el Juez, por atribución legal, fije el valor de la reparación teniendo en 
cuenta los aspectos de ley, esto es, la naturaleza de la conducta y la magnitud del daño 
causado, bajo el entendido que el quantum no puede superar los 1000 salarios mínimos 
legales mensuales por previsión de la misma normatividad” (Corte Suprema de 
Justicia. Sentencia 35637, fecha 6 de junio de 2012, M.P. Luis Guillermo Salazar 
Otero) 
Siguiendo la línea jurisprudencial del daño subjetivado, la Sala Penal de la Corte llama 
al daño de la vida de relación “daño moral subjetivado”, en lugar de adoptar el lenguaje 
y la técnica jurídica utilizada en los años que ha avanzado este siglo y se refiere que el 
daño moral se divide en daño moral objetivo y daño moral subjetivado: 
 
“En este punto debe reiterarse que el asunto no se trata en establecer la forma en que se 
manifiesta el daño moral subjetivado, el que, dada la cosmovisión de la etnia 
Kankuama, se exterioriza con el tejido de las mochilas, por parte de las mujeres de la 
etnia, y en tratándose de los hombres, «poporeando» o con charlas con el chamán; sino 
en demostrar al interior del proceso la existencia del daño, con independencia de la 
forma en que este se manifiesta” (Corte Suprema de Justicia. sentencia 49.067 de 15 de 
noviembre de 2017, M.P. Fernando León Bolaños Palacios). 
 
En esta sentencia, la Corte. Suprema de Justicia, Sala Penal, ha avanzado el tema 
reparación, que describe el artículo 250 de Carta de 1991, donde se contempla las 
funciones de la Fiscalía General de la Nación (Sentencia del 5 de octubre de 2016, Rad. 
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45594. MP. María del Rosario González Muñoz), donde indica que debe exigir al Juez 
de conocimiento la reparación integral a la víctima y esa reparación integral es en el 
sentido amplio y no debe quedarse solamente en la exigencia del Código Penal, artículo 
94, donde habla del resarcimiento de daño y en éste capítulo solamente contempla el 
deber de reparar el daño moral y el daño material; siendo entonces necesario por vía 
jurisprudencial incorporar como tema de la resarcimiento al daño a la vida en relación, 
porque éste detrimento hace parte un daño ocasionado por el delito, está presente y se 
diría que es de carácter permanente en la vida en relación del ser humano en los casos de 
los delitos de lesa humanidad, porque se compromete el desarrollo social, familiar o 
personal como es en los casos de quienes sufren una lesión que los invalida para realizar 
actividades lúdico-deportivas, aspecto que considera que es de carácter permanente 
porque lo lleva consigo la víctima, porque causa una dolencia aflictiva, intensa que varía 
manifiestamente la conducta social de quien lo sufre, como sucede en los casos de la 
desaparición forzada de un familiar querido, o el homicidio, hecho que afecta 
profundamente la unidad familiar, vida social de las personas. 
 
 
En éste precedente judicial, Sala Penal de la Corte Suprema de justicia, incurre en la 
vulneración de los derechos de la reparación a las víctimas, coadyuvado por el 
Ministerio Público, entidad que está en el deber garantizar la aplicación de la 
Constitución, donde en este trabajo uno de los propósitos es mostrar el incumplimiento 
del estado con la reparación solidaria a las víctimas; circunstancia que se encuentra en el 
contenido de éste fallo, donde expresamente se dice que el estado no entra a responder 
solidariamente con el postulado a la reparación por vía judicial a las víctimas:  
 
“En relación con las críticas a la condena que el Ministerio Público entiende se 
decretó en contra del Estado como solidario al pago de los perjuicios 
decretados, debe decir la Corte que obedecen a una lectura descontextualizada o 
parcial de la sentencia, pues, basta verificar la integralidad de la misma, para 
advertir que los cuestionamientos puestos de presente por el recurrente fueron 
resueltos adecuadamente, incluso con acogimiento de la tesis que él mismo 
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esgrime ahora” (Corte Suprema de Justicia. Sentencia 40.559 del 17 de abril de 
2013, M.P. Gustavo Enrique Malo Fernández). 
 
Y ese lineamiento lo reitera en el siguiente precedente contenido en la sentencia 
radicado 44.595 de fecha 23 de septiembre de 2.015, M.P. Eugenio Fernández Carlier, 
donde tibiamente se refiere a la tasación de las sumas por los hechos victimizantes de los 
desplazados, señalándolos en los parámetros previstos en la tabla para reparaciones 
administrativas y sumado a lo anterior ignora el daño de la vida de relación, en 
consideración que un desplazado deja todo su proyecto de vida truncado y por causa de 
ese hecho inhumano su vida queda con secuelas de profundas consecuencias, externas, 
que le impiden su desempeño futuro. En el mismo sentido se pronuncia la alta 
Corporación en la decisión, radicado N° 45.463 de fecha 25 de noviembre de 2015, MP. 
José Luis Barceló Camacho. 
 
Seguidamente, traemos una decisión contenida en la Sentencia radicado 46061 de fecha 
4 de mayo 2016, M.P. Luis Antonio Hernández Barbosa, donde se avizora lo que se 
pretende en este trabajo donde se observa la aplicación de control de convencionalidad y 
ajusta la sentencia frente al reconocimiento del daño colectivo, de conformidad con los 
precedentes judiciales de las masacres de El Aro o La Granja:  
 
“En la justicia transicional, no está de más advertirlo, existen tres clases de 
daño: el individual, el de grupo y el colectivo. El primero se refiere al 
menoscabo a los derechos de todo orden de un individuo identificado o 
identificable (materiales e inmateriales). El segundo versa sobre la afectación 
de derechos a una porción de individuos que forman parte de una comunidad 
determinada o determinable. Y los terceros se refieren al perjuicio que afecta a 
una comunidad determinada (CSJ SP5200-2014), de forma que sus condiciones 
sociales, comunitarias y culturales se modifican negativamente” (Corte 
Suprema de Justicia. Sentencia radicada 46061 del 4 de mayo 2016, M.P. Luis 




 Sin duda la Sala Penal de la Corte, descolla en este tema de gran importancia, para los 
intereses de las comunidades desplazadas, valorando que el desplazamiento no 
solamente es individual, sino que también ocurre colectivamente. 
 
En materia de restitución el Tribunal Superior de Medellín en Sentencia de Primera 
Instancia Radicado 110016000253-2006-82611 de fecha 9 de diciembre de 2014 frente 
al caso Jesús Ignacio Roldal Pérez alias “Monoleche”, la Sala de Justicia y Paz enfatiza:  
 
“La restitución, siempre que sea posible, ha de devolver a la víctima a la situación 
anterior a la violación manifiesta de las normas internacionales de derechos humanos o 
la violación grave del derecho internacional humanitario. La restitución comprende, 
según corresponda, el restablecimiento de la libertad, el disfrute de los derechos 
humanos, la identidad, la vida familiar y la ciudadanía, el regreso a su lugar de 
residencia, la reintegración en su empleo y la devolución de sus bienes” (Naciones 
Unidas, Derechos Humanos, 2005).  
 
En esta sentencia se tocan muchos temas relacionados con la justicia transicional, como 
son el de la reparación integral, la indemnización, el daño individual, de grupo, colectivo 
y el tema de la restitución. La restitución, en el Derecho Internacional Humanitario, 
comprende un todo, es el restablecimiento de las víctimas a su estado anterior, aquel en 
el que se hallaban antes de la trasgresión de los derechos fundamentales, al pleno 
disfrute de los derechos básicos como el de la libertad con todas sus implicaciones, la 
devolución de sus bienes. 
 
Aflora de bulto el incumplimiento de las autoridades judiciales, en el cuidado del 
Derecho Internacional de los Derechos. Humanos, porque se habla hasta la saciedad del 
surgimiento y expansionismo de los grupos paramilitares y a diferencia de los que se ha 
sostenido en muchos sectores de opinión, no obedece a la ausencia del estado en algunas 
zonas del territorio nacional, al contrario nacieron y crecieron allí donde había presencia 
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del estado, de la mano de la Fuerzas Militares; de la misma forma, la aparente legalidad 
que adquirió el proceso de despojo, fue producto de la colaboración de funcionarios 
públicos, como los del INCODER, antes INCORA, Notarios, quienes participaron de 
manera impune para legalizar el despojo de bienes de las víctimas; entonces, porqué si 
todo está demostrado que hubo participación de agentes del estado en los sucesos 
criminales violando los derechos inherentes D. H, porque los funcionarios judiciales 
soslayaron su deber constitucional, profiriendo una sentencia condenatoria sin carácter 
vinculante del estado a responder en forma solidaria a la indemnización de los daños 
causados a las víctimas; de esta decisión judicial se entiende entonces que no hay 
reparación integral a las víctimas de delitos de lesa humanidad, porque en éste caso la 
responsabilidad del Estado no es residual, sino de carácter solidario por la abierta 





4.2 Enfoque diferencial 
 
Para el tema de Enfoque Diferencial Patrones de Macrocriminalidad, el Tribunal 
Superior de Medellín sentencia de Primer Instancia Radicado 1100160002532006- 
80018 de fecha 2 de febrero de 2015 caso Ramiro Vanoy Murillo alias “Cuco Vanoy”:  
 
“Involucra, entonces, una concepción acerca de las instrucciones que culturalmente se 
han elaborado entorno a ser mujer y ser hombre, partiéndose, obviamente, de los 
caracteres sexuales primarios y secundarios y el cúmulo de estereotipos que se han 
tejido en relación con los mismos, ya que, desafortunadamente, ello ha permitido que 
se estructuren relaciones inequitativas en las cuales, por lo general, la femineidad ha 
sido tomada como una oportunidad para prácticas de dominación y subordinación de 
las mujeres, llegando, inclusive a casos de violencia de género y abuso sexual” (Sala 
de Justicia y Paz-Tribunal Superior de Medellín. Sentencia del 2 de febrero de 2015, 








5. ANÁLISIS DEL CASO WALTER DAVID BULACIO CONTRA EL ESTADO 
ARGENTINO 
 
Se parte del análisis al aporte de la sentencia Walter David Bulacio Contra el Estado 
argentino, continuando con los temas de aportes significativos relacionados con temas 
de, daño a la vida de relación, indemnización y no reparación, incumplimiento de Estado 
con un número de personas desplazadas por despojo de tierras y abandono, comunidades 
víctimas de desplazamiento forzado que han retornado a lugares de origen, políticas de 
macro focalización regional y ciudadana por municipios adelantadas por el estado por 
causa del retorno de comunidades; víctimas de contravenciones a Derechos humanos, 
 
5.1 Síntesis de la sentencia septiembre 18 de 2003 –CIDH–  
 
“Una apretada síntesis de la parte expositiva del fallo, relativa a los acontecimientos 
producidos en Buenos Aires, del testimonio de la Sra. Graciela Rosa Scavone, madre de 
la víctima; y del dictamen de Graciela Marisa Güilis, psicóloga, coordinadora del equipo 
de salud mental en efectos de la tortura durante la dictadura”. (CIDH. Caso Bulacio Vs. 




1. Walter Deavid Bulacio de 17 años de edad, a las 8:00 P.M del 19 de abril de 1991, 
se dirigió a un recital de música y le indico a su mamá que no regresaría a su casa a 
dormir porque el concierto se prolongaría y de allí saldría a trabajar a un campo de 
golf. 
2. En la fecha indicada, se realizó una detención masiva de más de 80 personas en un 
concierto de rock, por parte de la Policía Federal de Argentina, allí el joven Bulacio 




3. Walter Bulacio, fue liberado, por haber sido detenido ilegalmente y por no haber 
cometido ninguna infracción. 
4. El 26 de abril del mismo año, el joven Bulacio falleció, indican los médicos que fue 
por causa de la golpiza que recibió, pues tenía un “traumatismo craneano”. 
 
DE LOS RECURSOS INTERNOS 
 
Desde la génesis de este caso, se observa que la familia del joven Bulacio, padeció lo 
bien conocido como “vía crucis judicial”, pues el ideal era dejar en la impunidad los 
delitos cometidos por los miembros de la Policía Federal de Argentina, pues violaron y 
atropellaron los derechos fundamentales ratificados y consagrados en los convenios 
internacionales; la Policía Federal en aras de dejar en la impunidad al Comisario Miguel 
Ángel Esposito, responsable de dicho delito, hacia observancia a la prescripción de la 
acción penal. 
 
Así, el trámite del proceso penal contra Espósito, llama la aplicación siguiente: “1) La 
negligencia y poco cuidado con que manosearon el caso: 
 
“Los titulares de todas las judicaturas por las que pasó el proceso, demorándose meses 
y años en despachar peticiones de las partes; sumada a la insensibilidad que afecta en 
mayor o menor grado a los que se dicen servidores judiciales que con el tiempo pierden 
el sentido de su función de servicio a los usuarios del sistema, ignorando el dolor, la 
angustia y desesperación que les aqueja; 2) La cuestionable ( desde el punto de vista 
ético ) habilidad del abogado defensor del acusado, que con tanta obstinación y 
conocimiento de las marañas legales, se las ingenió para crear obstáculos y promover 
incidentes que impidieron la marcha regular del proceso evitando que su defendido sea 
condenado; y, 3) La telaraña legal que franquea la posibilidad de recurrir a todo tipo de 
recursos, inhibiciones, impugnaciones, alegaciones, excepciones, recusaciones, que, en 
la práctica, y en manos de abogados bien habilidosos pueden desembocar en una 
inadmisible impunidad que afecta al convivir nacional” (CIDH. Caso Bulacio Vs. 




Finalmente, no se conoció una decisión en firme que impusiera una sanción 





La Tarea de la Comisión y la CIDH 
 
2La dirección e intervención de estos órganos internacionales, produjo dos vicisitudes 
esenciales: 
 
“1.- Aceptado por el Estado Argentino, un “acuerdo de solución amistosa en el 
que previo reconocimiento expreso de responsabilidad Internacional, Argentina 
asumió las consecuencias jurídicas por transgresión de Derechos Humanos que 
fue víctima el señor WALTER DAVID BULACIO, por la detención ilegítima y 
posteriores consecuencias debido a excesos policiales; y se sujeta a las 
reparaciones que determine la Corte”.  
 
“2.- “La declaratoria del organismo internacional, donde indique la obligación 
de reparar los daños inmateriales y materiales ocasionados a todas las víctimas 
de la violencia policial. La condena al pago, teniendo presente lo acreditado y 
probado por “representantes de familiares de la víctima; donde La Corte 
Interamericana, ordenó, el pago de 124.000 dólares por daños materiales; 
210.000 dólares por los daños inmateriales; y 40.000 dólares por costas y 
gastos, parecería insuficiente para compensar el daño causado a una familia”, 
donde por causa de los hechos murió el padre de WALTER DAVID, quien 
inicialmente cayó en depresión, con tres intentos de suicidio muriendo 





En la misma sentencia se impuso al Estado argentino medidas de reparación no 
económicas “i) Investigar y sancionar a los responsables; ii) Garantía a no 
repetición de los hechos ilícitos; iii) Adecuación de normativa interna a la 
normativa de Convención Americana” (CIDH. Caso Bulacio Vs. Argentina. 
Sentencia de 18 de septiembre de 2003).  
 
5.2 Aportes Significativos   
 
5.2.1 Daño a la vida de relación  
 
Este concepto, de fundamental importancia en el proyecto de vida del ser humano, que 
modifica el ritmo normal de vida de la persona, afectada por la violación a los derechos 
humanos, surgió en el derecho francés y fue introducido por el derecho italiano y el 
primer autor que se ocupó del tema fue Guido Gentile, en su obra titulada “Daños a las 
personas” y a partir de esta obra muchos autores italianos escribieron y le dieron varias 
denominaciones llamándolo inicialmente como 1- Daño biológico. 2.- Daño moral. 3.- 
Daño psíquico. 4.- Daño a la vida de relación y 5.- Daño existencial (Mosset, s.f.). 
 
De la misma forma La Convención. Americana de Derechos. Humanos, hace referencia 
a esta indemnización (CADH, Art. 63.1969) dice que:  
 
“Cuando decida que hubo violación de un derecho o la libertad protegidos en esta 
Convención, la Corte, dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho 
o libertad conculcados. Dispondrá así mismo, si ello fuere procedente, que se reparen 
las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos 
derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada” (Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos. Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, art. 63.1).  
  
Posteriormente, éste concepto fue reconocido por primera vez por la Corte 
Interamericana. de Derechos. Humanos en sentencia de “Loayza Tamayo vs. Perú” con 
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fecha septiembre 17 de 1997, donde la corte declara que el estado del Perú debe 
responder por tres categorías de daño, esto es: daño material, daño moral y al proyecto 
de vida; a esta decisión han seguido varios fallos, que se relacionan a continuación los 
casos: 
  
1. María Elena Loysa Tamayo. Vs. Perú. 
2. Luis Alberto Cantoral Benavides vs. Perú. 
3. De los niños de la calle (Villagrán. Morales y otros) vs. Guatemala. 
4. Comunidad Mayagna (sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua, entre otros. 
5. Maripan vs. Colombia. 
  
Se considera que el daño de la vida de relación es un avance fundamental que introduce 
este concepto novedoso en la indemnización a favor de las víctimas, el cual 
tradicionalmente se venía refiriendo al “Daño emergente, lucro cesante y daño moral” 
(Mosset, s.f., p. 15) y había dejado de lado o mejor ignorado “por la doctrina y la 
jurisprudencia, el daño al proyecto en vida de una persona”, ya sea frustrándolo, 
retardando su concreción o menoscabándolo en alguna medida (Mosset, s.f.).  
 
Se diferencia del Daño Moral, el cual incide en el aspecto psíquico del ser humano a la 
aflicción, al dolor que sufre por la pérdida de un ser querido o por otra clase de lesión 
que causa Daño Moral; pero el daño de la vida de relación, hace referencia al daño 
causado al ser humano en su parte externa, a la imposibilidad de desempeñarse durante 
su existencia por ejemplo, haber interrumpido sus estudios profesionales por causa de 
privación injusta de su libertad por largo tiempo o cuando el afectado es obligado a 
reubicarse en el extranjero, lejano al lugar que se ha desenvuelto, de su familia, en 
situaciones de soledad, quebranto físico, psicológico, penuria y este conjunto de hechos 
viéndolo así, soportados por un ser humano alteran en forma embarazosa e 
irreparablemente la vida del lesionado impidiendo que este logre las metas de forma 
personal, familiar, laboral, competitiva, de progreso educativo y de goce, de no haber 
ocurrido ese evento probablemente había logrado sus fines, siendo evidente entonces la 
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acusación de un daño el cual debe ser indemnizado para compensar por no haberle 
permitido su desempeño. 
 
El ser humano, solo puede concebir un “proyecto de vida “en libertad, tratándose de un 
ser libre y temporal como es el ser humano. La libertad en su vertiente subjetiva 
corresponde a la capacidad de decisión del ser humano y dentro del mundo de la 
subjetividad supone preferir una determinada opción entre un abanico de posibilidades 
existenciales que le ofrece el mundo, atendiendo que el ser humano en cuanto libre es, 
vive proyectándose en el tiempo, porque la vida no es algo acabado o terminado, razón 
por la cual al interrumpir su “proyecto de vida“, está en juego nada menos el futuro del 
ser humano, lo que libremente ha decidido ser y hacer de su vida. De ahí que la 
sentencia en caso “Loayza Tamayo vs. Perú”, con acierto y sensibilidad indica que “su 
cancelación o menoscabo implican la reducción objetiva de la libertad y la pérdida de un 
valor que no puede ser ajeno a la observación de la Corte” (CIDH. Sentencia de “Caso 
Loayza Tamayo Vs. Perú, Sentencia de 17 de septiembre de 1997). 
 
La Corte en fallo de María Elena Loaysa Tamayo, reconoce que se ha cometido un 
arduo al “proyecto de vida” daño, ésta persona, procedente de la transgresión a los 
Derechos humanos, no obstante lo anterior en éste fallo primigenio, siendo explícito y 
contundente el reconocimiento de la presencia de un detrimento de magnitud al 
“proyecto© de© vida” de la víctima y su cabal conceptualización, la Corte argumenta 
que la transformación de la jurisprudencia, doctrina efectiva actualmente no permite 
convertir el reconocimiento en valor económico y se abstiene de cuantificarlo (CIDH. 
Sentencia de “Caso Loayza Tamayo Vs. Perú, Sentencia de 17 de septiembre de 1997).  
 
Pero más adelante en sentencia de caso Cantoral Benavides vs. Perú, de diciembre 03 de 
2001, ya la corte, aunque no cuantifica el daño a la vida en relación, reconoce existencia 
de un daño y dice que “no puede disponerse que se garantice “in integrum”, “al 
lesionado”, ©reside en volver al estado anterior una situación antes de la transgresión, 
sin embargo en esta sentencia se avanza y la corte considera que debe haber pago de 
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indemnización por parte del Estado Peruano y como forma de compensación por el daño 
causado a proyecto de vida, estableció la Corte que el Estado le debía proporcionar a 
Luis Alberto Cantoral Benavides una beca para cubrir los gastos de sus estudios 
universitarios y los costes de sustento diario, alimentos por la etapa de sus estudios 
(CIDH. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú, Sentencia de 3 de diciembre de 2001).  
 
Lo anterior indica, que la reparación al daño a la vida, no siempre va acompañada de una 
indemnización económica, siendo ella en la mayoría de las ocasiones imposible la 
“RESTITUTIO IN INTEGRUM”, por la intensidad del daño causado y el sufrimiento al ser 
humano que se le han violado sus derechos humanos, siendo ésta una de las formas de 
reparo al daño a proyecto de vida, pero no la única y para tal efecto la Corte ha ampliado 
el catálogo de otras formas de reparación a daño a la vida en relación, puede ser: la 
edificación de monumento ajustado para la memoria de los hechos, saneamiento a no 
repetición garantizada por el Estado sancionado, la asignación de una beca para estudios, 
restitución al lugar de origen, satisfacción, apoyo profesional, etc., siendo éstas vías una 
de las formas adoptadas del Caso Masacre Mapiripan vs. Colombia, donde la Sala, 
planteo un escenario sistemático de desplazamiento forzado interno, que perturba a 
Colombia, después de haber ocurrido los hechos, vulnerándose una amplia gama de 
Derechos Humanos (CIDH. Caso Masacre Mapiripan vs. Colombia).  
 
El Organismo Regional, en cuanto a la acreditación del daño a la vida en relación, en 
fallo del caso Masacre Mapiripan vs. Colombia, se expresó e indica que cuando resulta 
evidente el daño infligido a la víctima, en el contexto de ese caso siendo conforme 
naturaleza humana que toda persona al pasar por actos brutales de crueldad experimenta 
un obscuro sufrimiento, ansiedad, angustia, terror, inseguridad, éste daño en esas 
condiciones no demanda prueba. 
 
Al resolver los fallos analizados, el concepto de daño en relación se ha venido 
incorporando las distintas sentencias futuras del organismo regional, tiene una base 
filosófica que tiene como fin la existencia y la proyección del ser humano como un ser 
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temporal y busca alejarse del materialismo dominante y acercarse proteger, más al ser 
humano como tal frente a la violación de sus derechos humanos. 
 
5.2.2 Indemnización y no reparación.  
 
Para soslayar la carga del Estado Colombiano, frente a víctimas, que han vulnerado sus 
derechos humanos en la ley 1448 de 2011, se creó un modelo concurrente de reparación 
judicial y / o administrativa, donde a través de ésta ley y sus decretos reglamentarios 
4800 de 2011 y 3011 de 2013, se dice que la indemnización es un componente de la 
reparación concepto que inclusive lo reitera la Corte Constitucional, en Sentencia C-
753/2013, la cual no se ha atrevido desmontar y donde el legislador colombiano indica 
que la reparación económica le corresponde en primer término al postulado (paramilitar 
o guerrillero) como lo ha llamado y no al estado que no ha sido condenado por hechos 
generadores de las afectaciones causadas a las víctimas y para birlar los derechos a los 
ofendidos en todas las sentencias proferidas en el plano interno por los tribunales en el 
marco de la Ley de Justicia y paz, apoyados de Sentencia Constitucional antes citada, se 
ha venido diciendo:  
 
“Que el estado colombiano debe procurar que los victimarios reparen a sus 
víctimas y solo el estado asumirá el deber de reparar cuando haya renuencia por 
parte de aquellos o cuando los recursos aportados, para tal fin por los 
postulados sean insuficientes y que en éste caso la compensación económica 
trámite ante la jurisdicción administrativa y no por vía ordinaria” (Corte 
constitucional. Sentencia C-753 de 2013).  
 
En la reparación administrativa significa la responsabilidad como garante de la 
seguridad y de los derechos de todas las personas y la dificultad de prevenir lo ilegal 
promotor incitado al menoscabo causado a víctimas; se observa que es todo un 





En éste tema el Estado se libera de la responsabilidad solidaria en los hechos 
victimizantes y en su lugar en el Decreto Reglamentario 4800 de 2011, en artículo 149 
ha establecido unos montos en unas cuantías degradadas, a los cuales les dice 
indemnización administrativa, donde señala unos criterios de acuerdo a la naturaleza del 
hecho, el impacto de las situaciones fácticas victimizantes, que causan el menoscabo y 
ponen en estado de vulnerabilidad a la víctima que otorga indemnización por vía 
administrativa demostrando un enfoque diferencial señalando los siguientes montos: 
 
DELITOS VALOR QUE PAGAR 
 
Por: homicidio, desaparición forzada y secuestro Hasta 40 S.M.L.M.V. 
Por: Incapacidad permanente Hasta 40 S.M.L.M.V. 
Por: lesiones NO incapacidad permanente Hasta 3 0 S.M.L.M.V. 
Por: tortura - tratos, inhumanos, y, degradantes, Hasta 3 0 S.M.L.M.V. 
Por: delitos, A la, libertad -, integridad, sexual-, Hasta, 3 0 S.M.L.M.V. 
Por: reclutamiento A menores (Forzado) Hasta, 3 0 S.M.L.M.V. 
Por: desplazamiento forzado  
 
Hasta 17 S.M.L.M.V. 
 
Fuente: Ley 418 de 1997; Decreto 4800 de 2011 y Ley 1488 de 2011. 
 
No obstante, la nimiedad de la cuantía que se reconoce por delitos señalados, en el 
Decreto Reglamentario 4800 de 2011, articulo 150, ordena que de ese monto el 50% es 
en la misma proporción para cónyuge, compañera, pareja del mismo sexo permanente, el 
50% restante debe distribuirse entre los hijos y sigue diciendo la norma que a falta de 
cónyuge y sus similares ese ese 50% debe ser para los padres de la víctima si existen.  
 
Pero si se traslada al campo del tribunal regional, esto es la CIDH, la cual nos referimos 
solamente a dos fallos decretados contra el estado colombiano y que nos sirven de 
precedente judicial, esto es el fallo de Comerciantes vs. Colombia de 2004 y la Masacre 
de Mapiripan, encontramos que la Corte habla de indemnización y no de reparaciones, 
profiriéndose unas condenas en equidad, para el caso de homicidio de los 19 
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comerciantes señalado un monto de 57.000 dólares americanos y para el Caso Masacre 
de Mapiripa la suma de 350.000 dólares americanos y condena además por daño a la 
vida de relación señalando montos de 80.000 dólares americanos para cada víctima. 
 
Y según señala la CIDH, la obligación de indemnizar en todos los aspectos, no logra ser 
disfrazada por el Estado obligado solicitando prácticas del Derecho interno; esto indica 
que en el plano interno se han ignorado los precedentes judiciales de la CIDH.  
 
5.2.3 Incumplimiento del estado con las víctimas de violaciones de D.H. 
 
La reparación por violación a los derechos humanos de víctimas del conflicto armado 
interno en Colombia ha sido una promesa incumplida, donde las medidas de restitución, 
indemnización, satisfacción y garantías de no repetición han sido deficientes. Solo 
tenemos que reconocerle al Estado que ha cumplido eficientemente con el censo de 
víctimas de desplazamiento forzado a través de programa Institucional de Registro 
Único Victimas–RUV, a través de esa fuente se sabe que, a 2015, las víctimas son 
aproximadamente 7.  
 
El gran desafió que afronta el Estado colombiano para la construcción de la paz es la 
reparación integral: efectividad en medidas de reparación que sirven para compensar la 
crueldad y los sufrimientos padecidos en los pueblos y campos colombianos. A estas 
medidas debe sumarse en forma categórica la verdad y la justicia para quienes han 
padecido la violación sistemática y generalizada de sus derechos humanos. 
 
En el año 2011 se aprueba la Ley 1448 de 2011, llamada “ley de víctimas” o de 
“restitución de tierras”, con el fin reparar de forma integral a las víctimas. Para 
diciembre 31 de 2015 se han proferido solamente 115 sentencias según consta en la web 
de la Unidad Nacional de Restitución de Tierras. La reparación contenida en esta ley se 
diseñó para superar el mero enfoque de la reparación económica y se incluyeron otros 
criterios de reparación: ayuda psicológica y social, vivienda digna, restitución de tierras 
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y las reparaciones simbólicas, como el establecimiento del 9 de abril como día nacional 
de las víctimas. 
 
La Ley 1448 de 2011 generó mucha expectativa en la colectividad e las víctimas y fue 
presentada como un instrumento eficaz para reparar y transformar la vida de las 
víctimas. Esa ilusión, se ha desvanecido y se ha quedado en meros anuncios, que han 
contribuido a quitarle credibilidad a esta ley. No se ha garantizado a las víctimas el 
regreso a los lugares donde fueron desplazados, contribuyendo con los cordones de 
miseria que diariamente vemos en las calles de las grandes ciudades a quienes se les 
truncado sus proyectos de vida, los pueblos que fueron arrasados por los violentos aún 
no se ha restablecido las condiciones locativas para vivir dignamente en ellas y como 
evidencia de promesas incumplidas podemos mencionar a la comunidad de BOJAYA en 
el Chocó, la comunidad de “ LA CHINITA “ en el municipio Turbo, Urabá Antioqueño, 
la comunidad de “MAMPUJAN” en el Departamento de Bolívar y solo para citar estas 
comunidades que hacen parte del colectivo de víctimas, donde no se les han garantizado 
la reconstrucción de sus viviendas, las escuelas de los niños, los puestos de salud, los 
servicios domiciliarios y hasta donde se conoce a la fecha, el estado solamente se ha 
cumplido con estas medidas de reparación con una sola comunidad llamada de la vereda 
“EL SALAO”, ubicada en el municipio de Carmen de Bolívar. Estas graves demoras en 
el cumplimento de estas necesidades han traído frustración para las víctimas. De hecho, 
sabemos que la medida de transición es imperfecta, pero las responsabilidades legales 
que adquiere el Estado Colombiano, con las víctimas, no puede ser ignorados 
posteriormente con el argumento de la falta de previsión o capacidad, para afrontar los 
desafíos que asumió. 
 
De las medidas de indemnización, implementadas por la Unidad Nacional de 
Victimas, ya se ha dicho que son unas nimiedades donde se reconoce por homicidio, 
desaparición forzada y secuestro hasta 40 S.M.L.M.V, comparadas con las 
indemnizaciones reconocidas por Corte, interamericana de Derechos Humanos, – CIDH 
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-, donde por estos mismos hechos victimizantes reconoce un monto hasta 350 US 
americanos. 
 
De las medidas de rehabilitación hasta la fecha, nada se ha realizado y no hay 
estadísticas que informen qué políticas públicas se han adelantado y no está nada claro, 
como funcionará este programa, de los lineamientos y estrategias que fundamentan su 
aplicación, es de decir de estas medidas no se conoce nada. 
 
Sobre las medidas de satisfacción, no se hay concertación con las víctimas, para 
formular estas medidas, siendo los avances limitados y no se han consultado o realizado 
ejercicios pedagógicos con las víctimas, para contar con sus aportes, referentes a las 
medidas que deben implementarse para restituir la dignidad de las víctimas y evitar la 
revictimización. 
 
Referente a la Garantía de no Repetición, en circunstancias de amenaza y vulnerabilidad 
a victimas aún se mantienen y los hechos de amenaza y ejecución la integridad física de 
las víctimas, están documentados, donde se ha atentado contra la integridad personal, la 
vida de dirigentes sociales, comunitarios de población que se desplazó, líderes de 
organizaciones de víctimas e restitución de tierras, defensores de derechos humanos etc.  
 
De otro lado, se estableció en la Ley 1448/2011, el reconocimiento de los sucesos que 
acontecieron a partir del 01 de enero de 1.985, dejando a un lado los hechos de 
transgresión a derechos inherentes DH, ocurridos antes de esa fecha a sabiendas de la 
imprescriptibilidad de esos delitos, situación que contribuye a dejar sepultada la verdad, 






5.3 Número de Personas Desplazadas por Despojo de Tierras y Abandono Según 
Estadísticas 
 
Después de cinco años de implementar la ley de restitución de tierras, los avances son un 
fracaso, de 91.5371 solicitudes de inscripción de restitución de tierras a corte 17 de junio 
de 2.016, solo se han decretado 1.356 sentencias de restitución por los jueces 
especializados de tierras, para un total de 176 mil hectáreas restituidas, de algo más de 
cinco millones. 
 
Esa ralentización de la no efectividad de la Ley 144872011, se debe al surgimiento de un 
entramado de obstáculos jurídicos, donde han participado notarios, registradores, 
ganaderos, paramilitares, políticos, donde las tierras despojadas aparecen a nombre de 
segundos dueños a quienes llaman terceros de buena fe, los cuales no siempre tienen esa 
condición porque son verdaderos testaferros, quienes tienen en poder las tierras 
despojadas a los pequeños campesinos y que han dificultado el implementar la ley de 
restitución de tierras a víctimas; por otro lado se han creado grupos llamados ejércitos 
anti restitución de tierras integradas por 15 a 30 personas, que prestan servicios ilegales 
de seguridad privada y son contratados por los que la ley llama terceros que están en la 
legalidad, personas de buena fe, son empresarios rurales, ganaderos o políticos locales, 
sumado a lo anterior se han asesinado 68 líderes sociales de restitución de tierras, la gran 
mayoría de ellos en la región donde hacen presencia estos sectores.  
 
Debido a este trabajo de investigación que obtuvo información de la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras, “RTDAF” (2016), de 
acuerdo con estadísticas de corte junio 17, 2.016, informó que se ha en elevado 91.537 
solicitudes de inscripción de las cuales 61.588 ha sido presentadas por los titulares, 
correspondientes a 75.989 predios de los cuales 25.119 fueron hechas por mujeres y 
36.346 por población masculina. 
 
                                                     
1 “RTDAF”, 2016.  
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5.3.1 Etapa administrativa 
 
Del total de las solicitudes de inscripción, 48.726 se encuentran en zonas habilitadas 
para intervenir en restitución, cifra que corresponde al 51% y de las cuales 34.333 ya ha 
finalizado el trámite administrativo. De esta última cifra, se negaron 18.510 solicitudes y 
se accedió inscripción de 15.823 en el RUV despojadas y abandonadas forzadamente, 
las cuales 12.007 casos fueron presentados ante los jueces y tribunales especializados en 
restitución (Procuraduría General de la Nación, s.f.).  
 
5.3.2 Etapa judicial 
 
Según la información con la que cuenta la Unidad de Restitución de Tierras, existe un 
promedio de 1.356 sentencias en las que se ha evidenciado abandono forzado y un 
promedio de 430 providencias en las que se ha advertido despojo en cualquiera de sus 
modalidades, contempladas en la Ley 1448/2011(art.77). 
 
5.4 Comunidades víctimas de desplazamiento forzado que han retornado a sus 
lugares de origen 
 
A fecha de hoy, el Estado colombiano en la UNIDAD PARA LAS VICTIMAS, no tiene 
un consolidado en estadísticas, relacionado a la reubicación o retorno de víctimas a sus 
lugares de origen y la información existente se encuentra dispersa, razón por la cual, en 
este trabajo de investigación, se ha logrado verificar el retorno de las siguientes 
comunidades (Centro Nacional de Memoria Histórica, s.f.):  
 
● Comunidad EL SALADO, ubicada en El municipio de EL CARMEN, 
Departamento de Bolívar. 




● Comunidad MACAYEPO, ubicada – municipio: de EL CARMEN, Departamento -. 
Bolívar. 
● Comunidad CAÑO BERRUGUITA, ubicada – municipio: EL CARMEN, 
Departamento -. Bolívar. 
● Comunidad EL TIGRE, ubicada en el departamento de PUTUMAYO. 
● Comunidad EL PLACER, municipio Valle del Guamez, ubicado en el 
Departamento de PUTUMAYO. 
● Comunidad municipio de BOJAYA, ubicada en el Departamento del Chocó. 
● Comunidad municipio de CURVARADO, ubicada en el Departamento del Chocó. 
● Comunidad municipio de JIGUAMIANDO, ubicada en el Departamento del Chocó. 
 
Comunidad municipio SAN CARLOS, ubicada - Departamento de Antioquia. 
 
● Comunidad municipio de REMEDIOS, ubicada en el Departamento de Antioquia. 
● Comunidad municipio de SEGOVIA, ubicada en el Departamento de Antioquia. 
● Comunidad municipio de TRUJILLO, ubicada en el Departamento de Valle del 
Cauca. 
● Comunidad BAHIA PORTETE, ubicada en la alta GUAJIRA. 
 
5.5 Políticas de macrofocalizacion regional y ciudadana por causa del retorno de 
comunidades 
 
Se encuentra solamente registros de dos comunidades, donde el estado colombiano ha 
asegurado el retorno seguro de las comunidades del SALADO y la comunidad de SAN 
CARLOS, a sus lugares de origen, donde ha realizado un acompañamiento y como parte 
de la reparación ha garantizado derechos como: 
 
● DERECHOS UNIVERSALES DEL RETORNO O REUBICACIÓN             






e. Reunificación familiar 
f. Vivienda 
g. Orientación ocupacional 
h. Atención psicosocial 
 
● DERECHOS GRADUALES Y PROGRESIVOS 
 
a. Restitución de tierras 
b. Servicios públicos básicos 
c. Vías y comunicaciones 
d. Seguridad alimentaria 
e. Ingresos y trabajo 
f. Fortalecimiento de la organización social  
 
Estas políticas públicas, en otras comunidades han sido un fracaso, por la incapacidad 
del estado de garantizar retorno a las colectividades desplazadas a su lugar de origen, 
donde la inseguridad ha sido uno de los obstáculos para conseguir la protección a las 
comunidades. 
 
Las políticas públicas, están ausentes, los programas que promueven el tránsito de las 
victimas al ejercicio pleno de sus derechos ciudadanos, son meros enunciados y hasta el 
momento no han permitido participación de víctimas en el diseño de los programas, 
planes de generación de ingresos, acceso a servicios públicos de acuerdo con usos y 







CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
Se concluye que en Colombia la violencia produce secuelas bajo diferentes formas y 
manifestaciones. Muchos de los problemas relacionados con la violencia provienen del 
escenario de conflicto nacional interno que ha mantenido por décadas el país. 
 
Se encontraron aspectos importantes sobre una reglamentación adecuada para la 
reparación integral de víctimas en situación de desplazamiento en Colombia, tal como lo 
ha señalado la jurisprudencia y el estándar internacional. La Ley de justicia, verdad y 
reparación contiene vacíos que no garantizan la seguridad a víctimas al momento de 
acceder a los mecanismos que ofrece la ley.  
 
Se observa que no existe una organización institucional que implemente la ley de forma 
pronta, eficaz y razonada en favor de las víctimas. No existe compromiso del Estado 
para construir mecanismos concretos de reparación integral, traducida en términos de 
posibles rutas de acción para el ejercicio de las retribuciones, tanto en el orden 
internacional como del derecho internacional, teniendo en cuenta las normas y fallos 
jurisprudenciales vigentes en la materia. 
 
Se manifiesta que la solución a corto plazo para lograr el pago de la indemnización a 
víctimas exige modificar los artículos 10 y 132 de la Ley 1448 de 2011, para que el 
estado entre a responder en forma solidaria con el victimario. Se debe ajustar la ley y sus 
reglamentos a los estándares internacionales y al desarrollo de la jurisprudencia 
internacional; la cual debe ser vinculante a para el Estado colombiano, por ser Colombia 
estado signatario, d conformidad con el artículo 93 de la Constitución Política, 
estableciendo que los jueces deben aplicar en las sentencias el control de 
convencionalidad. El estado colombiano debe responder en forma solidaria y no en la 
forma subsidiaria, como se encuentra actualmente legislado. Además, esta 




Es así como la reparación administrativa actual no es el reconocimiento; es el 
desconocimiento legal de la indemnización solidaria por los hechos de violación a los 
derechos humanos, donde las víctimas no encuentran compensación al daño causado a 
sus derechos.  
 
Se manifiesta que las proposiciones de solución a mediano plazo incluyen: garantizar el 
retorno de la población desplazada a sus lugares nativos, mayor presencia de autoridad 
militar, respuesta social y económica donde la población civil toma confianza y el 
Estado garantizan ese retorno al lugar de origen. Lo anterior debe ir de la mano con las 
soluciones sociales, reconstruyendo lo que fue destruido, escuelas, colegios, puestos de 
salud, vías, puentes, comunicaciones, etc. con el fin de reparar el daño de la vida en 
relación. 
 
Resulta necesario atacar los orígenes del conflicto en el sector rural, eternamente 
olvidado. La propiedad de la tierra parece ser el origen del conflicto, por lo tanto, resulta 
necesaria una reforma agraria estructural donde, sin desconocer el derecho a la 
propiedad privada, se realicen programas de capacitación para la producción e inversión 
agraria.  
 
La solución a largo plazo es la educación. Se trata de una solución social que impone el 
cambio en todos los aspectos para direccionar la sociedad hacia el reconocimiento de los 
derechos en una forma sana y civilizada, respetando el pensamiento de los demás, y para 
tal fin se debe comenzar por democratizar el ingreso a la educación media y superior a la 
par que se promueve el pensamiento crítico frente a los hechos y retos que ha dejado el 
conflicto armado.  
 
Se determinó replantear la distribución del presupuesto nacional por vía constitucional, 
aportando un porcentaje importante para financiar derechos fundamentales de las 
víctimas del conflicto, justificando esa apropiación en las secuelas dejadas por el 
conflicto, a fin de civilizar y humanizar nuestra comunidad y permitiendo el ingreso a la 
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educación superior, en igualdad de condiciones, a todas las personas que habitan el 
territorio nacional.    
 
A propósito de la indemnización y la reparación integral, se debe priorizar la reparación 
al daño ocasionado a las comunidades vulnerables: niños, niñas, mujeres ultrajadas, 
indígenas, comunidades negras, LGBTI, a todas estas poblaciones se le debe devolver la 
dignidad mediante la reparación integral y las políticas públicas efectivas –hasta ahora 
ausentes–. 
 
Igualmente, resulta necesario que la ley de restitución de tierras establezca un plazo 
razonable para dar respuesta a las demandas por despojos de tierras. Además, las 
restituciones deben ir acompañada de capacitación e inversión; todo en busca de la 
seguridad alimentaria.  
 
Soluciones a corto plazo 
 
● Solidaridad del Estado en el pago de indemnizaciones a victimas 
 
El Estado colombiano ha contribuido históricamente en la generación del conflicto 
interno, esto se ha demostrado en los fallos judiciales del Tribunal de Justicia y Paz 
donde se ha comprobado la participación de agentes del estado; aliados en forma directa 
y otras veces por omisión, con los hechos criminales de lesa humanidad. Se debe 
modificar la Ley 1448 de 2011, artículo 10, para adoptar el término indemnización en 
lugar de reparación por los hechos criminales a transgresiones de los Derechos 
Humanos, interpretando los criterios señalados por la CIDH dentro de un plazo 
razonable. Y, de la misma forma, expresamente se debe señalar que el Estado 
colombiano está obligado a responder en forma solidaria y no en la forma subsidiaria, 
como se encuentra actualmente legislado, porque no es entendible que el Estado, autor 
de las leyes, a sabiendas de la participación de sus agentes en concierto con grupos 
armados ilegales en hechos de trasgresiones a los Derechos humanos, expida unas leyes 
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que lo eximen de responder, pues el legislador colombiano ha indicado que la reparación 
económica le corresponde en primer término al postulado, mientras que el Estado solo 
asumirá el deber de reparar cuando haya renuencia por parte de aquellos o cuando los 
recursos aportados para tal fin por los postulados sean insuficientes. 
 
Se concluye además que la indemnización a las víctimas debe efectuarse por vía 
administrativa y no por vía judicial, ya que la reparación administrativa no garantiza que 
las victimas encuentren compensados los derechos vulnerados de todo orden, 
lanzándolos al ostracismo de la marginalidad, frustrando sus proyectos de vida de 
relación, secuelas que quedan pendientes y que son generadoras de violencias futuras.  
 
Soluciones a mediano plazo 
 
Se debe recuperar la confianza de la población civil en la institucionalidad y garantizar 
su retorno a los lugares de los cuales fueron desplazados. El Estado debe comenzar por 
ejercer autoridad en todos los territorios donde la ha perdido; estamos a las puertas del 
posconflicto y a esos territorios donde no hay presencia del Estado se debe llegar con 
soluciones sociales y económicas. Entonces, se deben atacar los orígenes del conflicto 
en el sector rural, eternamente olvidado. Inicialmente, es necesaria una reforma agraria 
estructural, donde sin desconocer el derecho a la propiedad privada, los grandes hatos 
que no cumplan una función social, deben ser entregados en forma colectiva a 
campesinos nativos, acompañados de programas de capacitación, seguida de la inversión 
y, simultáneamente, se debe robustecer la ley de restitución de tierras estableciendo un 
plazo razonable a las repuestas de las demandas por despojos de tierras, y esa restitución 
también debe ir acompañada de apoyo, capacitación e inversión; todo en busca de la 
seguridad alimentaria. Lo anterior debe ir de la mano con las soluciones sociales, 
reconstruyendo lo que fue destruido, como las escuelas, colegios, puestos de salud, las 







Conocemos que el daño a la población vulnerable, a la que sistemáticamente se le han 
violado sus derechos humanos, es inmenso e irreparable. El Estado colombiano 
mediante la Ley 1448 de 2011, artículo 13, incorpora el enfoque diferencial como 
principio que debe orientar todos los procesos, medidas y acciones que se desarrollen 
para atender, proteger y reparar integralmente a las víctimas; esto mediante auxilio 
humanitario y restauración general. De estos tres ítems tenemos que, el primero, la 
ayuda humanitaria, ha sido deficiente; mientras que la atención, asistencia y reparación 
integral han sido promesas incumplidas 
 
El Estado debe priorizar la reparación del daño ocasionado a las comunidades 
vulnerables; l niños, niñas, mujeres ultrajadas, los indígenas, comunidades negras, 
LGBTI, a toda ésta población se le debe devolver la dignidad con políticas públicas 
efectivas de atención, social, económica, jurídica y reparación, con el fin de buscar el 
retorno a sus lugares de origen. 
 
Soluciones a largo plazo 
 
La educación es una solución social que impone el cambio en todos los aspectos. Más de 
cincuenta años de una guerra donde se encuentran involucrados diferentes actores 
sociales, políticos y económicos, ha terminado por profundizar las secuelas y alimentar 
el odio mediante la creación de grupos sociales que justifican y defienden intereses 
originados en los vicios de ese estado de cosas corruptas, lo que han retrasado el avance 
hacia una sociedad nueva y libre de esas mezquindades. 
 
La educación es la bandera para empujar la sociedad hacia el rescate de sus derechos en 
forma sana y civilizada, respetando el pensamiento de los demás. Y, para tal fin, se debe 
comenzar por democratizar el ingreso a la educación media y superior. En la educación 
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media se debe ir formando estudiantes con vocación teórica y con prácticas de campo, 
donde el estudiante al terminar sus estudios tenga una formación y sea útil a la sociedad. 
 
La educación superior debe ser un laboratorio de soluciones que permitan hacer frente a 
los hechos y retos que ha dejado el conflicto. Debe servir para desarmar todos los 
estereotipos por los cuales terminamos metidos en ese pantano. La educación superior 
debe crear un hombre o mujer nueva. 
 
Por vía constitucional se debe replantear el presupuesto nacional, adoptando un 
porcentaje importante destinado a financiar los fines de este derecho fundamental, 
justificando esa apropiación en las secuelas dejadas por el conflicto, a fin de civilizar y 
humanizar nuestra comunidad y permitiendo el ingreso a la educación superior con 
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